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“…Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las 
normas pertinentes para hacer efectivo el derecho a la vivienda…” 
 







La profunda crisis económica que sufre España ha provocado que muchas 
familias, como consecuencia de la situación de desempleo prolongada en el 
tiempo, no hayan podido cumplir con sus obligaciones económicas derivadas de 
los préstamos hipotecarios concertados con las entidades financieras para la 
adquisición de su vivienda habitual. Esta problemática ha derivado en  el 
incremento de procesos de ejecución hipotecaria de los préstamos bancarios y 
un aumento familias que quedan privadas de su vivienda habitual y, a pesar de 
ello,  continúan siendo deudores del banco por la cantidad residual no cubierta 
con el precio de subasta de su vivienda por el acreedor hipotecario. En este 
trabajo se investiga si los españoles tienen en su Ordenamiento Jurídico 
respuesta eficiente que evite la exclusión social del deudor sobreendeudado y  
garantice el derecho constitucional a la vivienda consagrado en el artículo 47 de 
la Constitución Española de 1978. Investigamos el marco legal, el entorno 
jurídico-cultural y los datos socio-económicos de la época de crisis inmobiliaria 
para tratar de conocer si la regulación legal hipotecaria existente en España al 
inicio de la crisis en 2008 reunía los requisitos mínimos para preservar los 
derechos fundamentales del consumidor “personal natural” no comerciante 
sobreendeudado. 
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La profunda crisi econòmica que sofreix Espanya ha provocat que moltes 
famílies, com a conseqüència de la situació de desocupació perllongada en el 
temps, no hagin pogut complir amb les seves obligacions econòmiques 
derivades dels préstecs hipotecaris concertats amb les entitats financeres per a 
l'adquisició del seu habitatge habitual. Aquesta problemàtica ha derivat en  
l'increment de processos d'execució hipotecària dels préstecs bancaris i un 
augment de famílies que queden privades del seu habitatge habitual i, malgrat 
això,  continuen sent deutores del banc per la quantitat residual no coberta amb 
el preu de subhasta del seu habitatge pel creditor hipotecari. En aquest treball 
s'investiga si els espanyols tenen en el seu Ordenament Jurídic resposta eficient 
que eviti l'exclusió social del deutor sobreendeudat i  garanteixi el dret 
constitucional a l'habitatge consagrat en l'article 47 de la Constitució Espanyola 
de 1978. Investiguem el marc legal, l'entorn jurídic-cultural i les dades soci-
econòmiques de l'època de crisi immobiliària per tractar de conèixer si la 
regulació legal hipotecària existent a Espanya a l'inici de la crisi en 2008 reunia 
els requisits mínims per a preservar els drets fonamentals del consumidor 










The deep economical crisis going through Spain has caused that many families, 
as a consequence of the unemployement situation during a long time, have not 
been able to cope with their economic obligations arising from the mortages with 
finantial institutions for their main residences. This problem has caused an 
increase amount of foreclosure of their mortages and an arising amount of 
families deprived from their main residence and, nonetheless, they still hold a 
debt with their bank for the amount non covered by the finantial institution 
auction. This is a research to understand whether the Spaniards have an efficient 
answer in their legal system to avoid the social exclusion of the overindebteds 
able to guarantee the constitutional right to adequate housing established in the 
47th article of the 1978 Spanish Constitution. Our research analyses the legal 
frame, the legal-cultural environment and the social-economic data of the real 
estate crisis in order to understand if the legal mortgage regulation existing in 
Spain in the 2008 crisis outset was able to provide the minimum requirements to 
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Desde el comienzo de la crisis económica del 2008 a muchos ciudadanos se les 
ha hecho imposible hacer frente al pago de las cuotas de los préstamos 
bancarios que tienen suscritos con las entidades bancarias, préstamos bancarios 
que fueron concedidos con garantía hipotecaria  sobre la vivienda adquirida. 
Este trabajo del final de grado analiza la compra de la vivienda habitual por parte 
de las familias como la principal inversión que ésta realiza a lo largo de su 
existencia. Lo normal es adquirir la vivienda con un préstamo hipotecario. La 
facilidad financiera en la concesión del préstamo, los amplios plazos de 
devolución, los bajos tipos de interés, la necesidad de una vivienda o  el deseo 
de cambio de la  vivienda habitual por una nueva y de mayor dimensión 
favoreció la decisión de compra. El crecimiento inmobiliario de principios del 
nuevo milenio provocó una mayor demanda interna de mano de obra para la 
construcción de más y más viviendas. Este efecto tuvo repercusión en el 
mercado de mano de obra española, necesitando  mano de obra extranjera y 
estos a su vez necesitaron también una vivienda, provocando un crecimiento 
desmesurado de oferta de viviendas. 
Pregunta de investigación 
La pregunta que nos hacemos en el trabajo de final de grado está relacionada  
con el cómo se produjo la gran demanda de viviendas en una espiral de 
desmesurado aumento de precios que tuvo como consecuencia el 
sobreendeudamiento de las familias por la rapidez con que se produjo y también 
por la inexistencia e ineficacia de una legislación que  regulase, impidiese  y, en 
último extremo pudiera resolver, siquiera paliar,  los efectos perniciosos para las 
economías domésticas que estaba poniendo de manifiesto la crisis.  
El estallido de la burbuja inmobiliaria, sorprendió a muchas familias y pequeños 
empresarios o autónomos  con un endeudamiento superior a su capacidad de 
reembolso. A partir del año 2008, las entidades financieras denegaban las 
renovaciones de créditos a promotores, ya fuesen grandes o pequeños;  la 
banca entró en crisis por una morosidad insoportable, se la rescató con dinero 
público, dejó de conceder créditos. Era común observar edificios inacabados, 
faltos de financiación, desempleo, bajada del consumo, más despidos y la 
persistente recesión económica de la que España intenta recuperarse desde 
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entonces.  La crisis dejó un parque de viviendas sin acabar por falta de demanda 
y de crédito al promotor por parte de la banca. Particulares sin poder hacer frente 
a sus cuotas hipotecarias. Las entidades bancarias reclamando judicialmente la 
deuda a los particulares y a los pequeños empresarios. Los acreedores no 
recuperaban con la subasta del bien el importe total del crédito y, en 
consecuencia, perseguían otros bienes no sólo de los titulares del préstamo sino 
también de los avalistas. Era corriente que el resultado del proceso fuese dejar a 
la familia sin su ansiada y costosa vivienda y pese a la pérdida del bien, sin 
haber conseguido saldar la deuda con la entidad financiera, con los salarios 
embargados excepto por la mínima cuantía de subsistencia y respondiendo ante 
el acreedor también con todos los bienes futuros.   
Objetivos generales  
A través del procedimiento regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) para 
reclamar la deuda impagada de una hipoteca, trataremos de obtener una visión 
global de las consecuencias que produce el impago de las amortizaciones  para 
los deudores hipotecarios  y los privilegios que tiene el acreedor para resarcirse 
del deudor, si acude a este proceso especial de ejecución.  
Seguidamente entraremos al detalle  de los objetivos siguientes: 
1. Analizar el proceso común  de compra de vivienda en nuestra cultura 
buscando diferencias generales, fundamentalmente de equidad,  con el 
sistema de compra del sistema islámico  
2. Comparar la regulación del sobreendeudamiento con países de 
nuestro entorno jurídico-cultural 
3. Reflexionar sobre la idoneidad del modelo español 
Objetivos específicos  
El objetivo principal de este Trabajo Final de Grado de Gestión de la 
Administración Pública es el de resaltar  que todos los poderes públicos tienen 
que promover las condiciones necesarias y tienen la obligación constitucional de 
establecer las normas que sean necesarias para hacer efectivo el derecho de los 
ciudadanos a una vivienda digna y adecuada, de conformidad con el mandato 
constitucional contenido en el art. 47 de la Constitución.  Otro  objetivo específico 
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es efectuar recordatorio de que la Administración Pública tiene la  obligación de 
proteger a los titulares de un derecho fundamental  de las actuaciones abusivas 
de terceros, como podría haber sido el caso de las entidades financieras con 
ocasión de un  proceso de ejecución hipotecaria de la vivienda habitual de  
persona natural, no comerciante y el subsiguiente desahucio, sin alternativa 
habitacional alguna. En el mismo sentido, la Administración Pública debe 
implicarse en el rescate del deudor de buena fe  sobreendeudado y en riesgo de 
exclusión social por causas sobrevenidas. 
Hipótesis  
Planteamos las siguientes hipótesis: 
● H1 La normativa reguladora del sobreendeudamiento de las familias es 
ineficiente porque deja sin cobertura y protección a las familias. 
● H2 El deudor hipotecario es el único responsable de su exclusión social. 
● H3 La dación en pago es un modo de extinción de la obligación 
hipotecaria insuficientemente regulado. 
Metodología  
A lo largo de este trabajo de investigación,  se utilizarán fuentes secundarias 
como legislación española y europea, jurisprudencia  y estudios, informes y 
datos del Consejo General del Poder Judicial, Banco de España, SEPE1, 
ADICAE2,  INE3, Defensor del Pueblo, Colegio de Registradores de la Propiedad 
y otras fuentes bancarias como BBVA Research, que se contrastarán entre sí 
para tratar de confirmar las hipótesis.  
Se hará un estudio comparativo de la forma de adquisición de la propiedad entre 
Oriente y Occidente y la regulación del sobreendeudamiento en España y en los 
países de nuestro entorno, tomando como modelo Francia. Describiremos la 
época dorada del sector de la construcción. El derecho a una vivienda digna. La 
burbuja inmobiliaria, la crisis financiera y sus consecuencias para el sector 
público, bancos, promotores y constructores y familias. Los impagos de 
hipotecas por las familias más expuestas a la crisis. La ejecución hipotecaria, 
subasta y lanzamiento. Modificaciones legislativas de lege ferenda, regulación 
                                                 
1
 Servicio Público de Empleo Estatal, Organismo Autónomo dependientes del Ministerio de Empleo 
y Seguridad Social 
2
 Asociación de Usuarios de Bancos, Cajas y Seguros. 
3
 Instituto Nacional de Estadística. 
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del sobreendeudamiento y de la dación en pago. Posicionamiento del Defensor 
del Pueblo ante la magnitud del problema. Se intentará proponer pautas y 
mecanismos con la finalidad de aportar posibles soluciones a la problemática 
que muchas familias están padeciendo y evitar que las sufran de por vida 
mediante la incorporación a nuestro Ordenamiento Jurídico de la regulación del 
Sobreendeudamiento, tomando como modelo a nuestra vecina Francia, o en su 
defecto avanzar en la erradicación de cláusulas abusivas para el consumidor 
ampliando las causas de oposición en la ejecución hipotecaria, regular aspectos 
de los embargos posteriores para el caso de daciones en pago, condonar el 
exceso de cuantía reclamada no cubierta por el remate del bien subastado 
atendiendo a la teoría de los actos propios  respecto de la tasación del bien que 
sirvió de bases para la concesión del préstamo.  
Estructura de este trabajo  
La investigación está organizada en 6 grandes Capítulos.  Después de esta 
introducción de los aspectos más relevantes como pregunta de investigación, 
objetivos e hipótesis y metodología, se analiza en el primer Capítulo el estado de 
la cuestión y el marco jurídico hipotecario con un expeditivo procedimiento que el 
legislador español pone a disposición del acreedor para recuperar su deuda. 
Veremos como se ha concentrado en este último quinquenio la regulación para 
proteger al deudor hipotecario más golpeado por la crisis con la reforma que la 
ley llamada de segunda oportunidad ha introducido en la Ley Concursal 
regulando el sobreendeudamiento y el concurso de acreedores consecutivo para 
los consumidores personas físicas. En el Capítulo 2  nos aproximaremos  el 
modo de adquirir una vivienda con financiación en países musulmanes y los 
remedios para el sobreendeudamiento con especial mención al caso de Francia 
y  transitaremos brevemente por el modelo económico desde el año 2000 para 
adentrarnos en el Capitulo 3 con los datos socioeconómicos explicativos de la 
crisis inmobiliaria. En el Capítulo 4 analizaremos la regulación del 
sobreendeudamiento en Francia donde llamamos la atención sobre el relevante 
papel que, a diferencia del caso español, juegan la Administración Pública y el 
Banco de Francia.  En el Capítulo 5 destacamos el importante papel que ha 
tenido la insistencia y recomendaciones del Defensor del Pueblo y otras 
instituciones Internacionales  para que finalmente el Gobierno español haya 
acometido la reforma legal. Finalizamos el trabajo con los resultados, 
conclusiones, limitaciones y futuras líneas de investigación. 
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Capitulo 1. Estado de la cuestión y marco legal 
 
Durante los años del boom inmobiliario, era muy fácil acceder a la compra de 
una vivienda sin acreditar solvencia alguna; los operadores lo facilitaban todo. El 
Agente de la Propiedad, la Banca y la Sociedad de Tasación  se encargaban de 
hacerlo bien fácil, no había trámites engorrosos para el comprador. Éste había 
acreditado su solvencia entregando sus tres últimas nóminas. Era suficiente, los 
criterios para la aprobación de la hipoteca, hoy superados,  eran tan laxos que  
con un empleo aunque éste fuere de carácter temporal, se aprobaba la 
concesión de la hipoteca. 
 
El sistema financiero ofrecía financiar el 100% de la compra de la vivienda con 
hipotecas hasta 40 años de plazo de amortización. Durante los primeros años 
del nuevo milenio fue una realidad el incremento anual de 2 dígitos en el precio 
de la vivienda nueva y usada hasta el año 2007 en que se inicia la 
desaceleración. El préstamo para la compra de vivienda  se concedía a tipo de 
interés variable a partir del segundo año pero durante los primeros doce meses 
el tipo de interés inicial  era bajísimo. Era el estímulo, el gancho para la firma. 
Para terminar, era frecuente que el acreditado pudiera obtener de la banca 
importes adicionales para el pago de impuestos y gastos que la propia compra-
venta originaba o para amueblar el piso. Era usual formalizar esos importes 
adicionales bien con segundas hipotecas sobre el mismo inmueble, bien con la 
formalización de otros préstamos con garantía personal. Para “fidelizar” al 
comprador, el pack se completaba con la entrega de una tarjeta de crédito con 
altos límites de gasto. Todo ello, en unidad de acto. Pese a tanta facilidad, el 
elevado precio de las viviendas hacía que las familias tuvieran que dedicar una 
parte importante  de sus ingresos mensuales para pagar la hipoteca.  
 
Las familias quedaban en situación de vulnerabilidad financiera. No fueron 
capaces de ver que el incremento de interés por las revisiones anuales 
referenciadas, la acumulación de las diversas amortizaciones por su montante 
de deudas, la posible pérdida del empleo o la caída generalizada del precio de la 
vivienda conllevaría la imposibilidad de venta o de seguir refinanciando o 
reestructurando sus deudas y, seguidamente un procedimiento judicial, la 
pérdida de su vivienda y la exclusión financiera y social de por vida.  
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La legislación española otorga un trato privilegiado al acreedor hipotecario que 
con escasas modificaciones se arrastra desde la Ley Hipotecaria de 1861 y del 
procedimiento judicial sumario creado en el año 1872 para que el Banco 
Hipotecario,  y a partir de 1909  el resto de bancos, pudieran recuperar sus 
préstamos hipotecarios  impagados. Este privilegio consiste en que  además de 
la garantía real del bien hipotecado y del procedimiento especial de ejecución,  la 
Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) pone a disposición del acreedor un artículo 
695 que limita los  motivos por los que el deudor puede oponerse a la ejecución 
(sólo puede oponer extinción de la garantía hipotecaria, error en la cantidad y, 
ahora, estimación de cláusulas abusivas en el contrato). A este privilegio se 
añade que el acreedor cuenta  con  la garantía universal  del deudor  que 
responde ante el acreedor  con todos sus bienes presentes y futuros por la 
cantidad no recuperada con el precio de remate de la vivienda subastada, de 
conformidad con lo establecido en el art. 1911 del Cc. 
El procedimiento especial de ejecución hipotecaria se encuentra regulado en el 
capítulo V, del Título IV, del Libro III, de la LEC, abarcando los artículos 681 a 
698. En el artículo 681 encontramos la regulación para el procedimiento para 
exigir el pago de deudas garantizadas por prenda o hipoteca. 
El Procedimiento de Ejecución Hipotecaria. Regulación y 
Presupuesto  
En general la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) configura el proceso de 
ejecución como un verdadero proceso autónomo, puesto que siendo la escritura 
de hipoteca inscrita en el Registro de la Propiedad ya un título ejecutivo,  la 
acción se ejercita mediante la interposición de una demanda,  que habrá de 
fundarse en ese título ejecutivo sin la existencia de fase declarativa previa. El 
proceso de ejecución no es otra cosa que el instrumento procesal previsto en la 
LEC para la intervención forzosa del órgano jurisdiccional en los supuestos en 
que el condenado no cumple voluntariamente la prestación u obligación que le 
impone la sentencia. Como afirma la doctrina del Tribunal Supremo los órganos 
jurisdiccionales no se limitan a declarar el derecho; la función jurisdiccional 
comprende también la ejecución del mismo. El procedimiento judicial de 
ejecución de préstamos hipotecarios se regula en la LEC como un procedimiento 
de ejecución autónomo que comparte la regulación legal de los procesos 
ejecución y en especial, la suya propia, prevista en los artículos 681 a 698 del 
citado texto legal. 
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Fuente: Elaboración propia. 
 
Gráfico 2 La Subasta 
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El procedimiento especial de ejecución hipotecaria se encuentra regulado en el 
capítulo V, del Título IV, del Libro III, de la LEC, abarcando los artículos 681 a 
698. En el que en el artículo 681 encontramos la regulación para exigir el pago 
de deudas garantizadas por prenda o hipoteca. Así, el artículo 681.1 determina 
que “La acción para exigir el pago de deudas garantizadas por prenda o hipoteca 
podrá ejercitarse directamente contra los bienes pignorados o hipotecados, 
sujetando su ejercicio a lo dispuesto en este título, con las especialidades que se 
establecen en el presente capítulo.”  Este procedimiento es igualmente aplicable 
cuando la pretensión, se refiere solamente a parte del capital, o cuando acreedor 
y deudor hubiesen pactado que el pago del crédito, se realizase mediante pagos 
aplazados; además es necesario considerar que en este proceso son de 
aplicación supletoria las normas de ejecución dineraria. 
Presupuestos procesales 
Para el ejercicio de la acción hipotecaria es requisito “sine qua non” la existencia 
de un título ejecutivo, que es la escritura pública de constitución de hipoteca; 
título que contendrá determinados requisitos para que la ejecución pueda 
dirigirse contra los bienes hipotecados. Dichos requisitos se encuentran 
recogidos en el artículo 682.2 que determina “Cuando se persigan bienes 
hipotecados, las disposiciones del presente capítulo se aplicarán siempre que, 
además de lo dispuesto en el apartado anterior, se cumplan los requisitos 
siguientes: 
1. Que en la escritura de constitución de la hipoteca se determine el 
precio en que los interesados tasan la finca o bien hipotecado, para 
que sirva de tipo en la subasta, que no podrá ser inferior, en ningún 
caso, al 75 por cien del valor señalado en la tasación 
2. Que, en la misma escritura, conste un domicilio, que fijará el deudor, 





El apartado primero del artículo 684.1 regula la competencia para conocer del 
procedimiento. En el caso de hipoteca de bienes inmuebles será competente “el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que radique la finca y si ésta radicare 
en más de un partido judicial, lo mismo que si fueren varias y radicaren en 
diferentes partidos, el Juzgado de Primera Instancia de cualquiera de ellos, a 
elección del demandante, sin que sean aplicables en este caso las normas sobre 
sumisión expresa o tácita contenidas en la presente Ley”. 
Legitimación  
La legitimación activa, la tiene el acreedor con la escritura de hipoteca a su favor 
debidamente inscrita en el Registro de la Propiedad. La doctrina matiza que si 
por cualquier causa la hipoteca no figura inscrita a favor de quien ha instado la 
ejecución, esta debe ser sobreseída. La legitimación pasiva puede tenerla el 
deudor y el hipotecante no deudor o el tercer poseedor del bien hipotecado y 
contra ellos debe formularse la demanda ejecutiva. 
La demanda ejecutiva 
El artículo 685 de La LEC regula los requisitos necesarios para poder interponer 
una demanda ejecutiva. El procedimiento de ejecución de una hipoteca 
principiará por demanda autorizada por Letrado y Procurador en la que deberán 
constar necesariamente: Los hechos y las razones jurídicas determinantes de la 
certeza, subsistencia y exigibilidad del crédito y de la competencia del juzgado. 
a. Los comprobantes de la personalidad, incluso los que acrediten el poder 
del Procurador. 
b. La cantidad exacta que por todos los conceptos sean objeto de 
reclamación. 
Y además a la demanda se deberá acompañar los siguientes documentos: 
1º) El título o títulos de crédito revestidos de los requisitos que la LEC 
exige y demás documentos establecidos en los arts. 550, 573 y 574. 
Hay algunos supuestos en los que no es preciso presentar el título 
inscrito es decir, la primera copia de la escritura pública inscrita 
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pudiendo presentarse segunda copia acompañada de certificación 
registral que acredite la inscripción y subsistencia de la hipoteca, y en 
las hipotecas constituidas a favor de una entidad de las que 
legalmente pueden emitir cédulas hipotecarias o que garanticen 
créditos y préstamos afectos a una emisión de bonos hipotecarios. 
2º) acta notarial justificativa de haberse requerido de pago con diez días 
de anticipación cuando menos al deudor y también al tercer poseedor 
de las fincas en caso de que éste hubiese acreditado al acreedor la 
adquisición del bien inmueble. 
3º) el documento o documentos que cuando la hipoteca garantice un 
crédito o préstamo para el que se hubiese pactado en interés variable 
permitan determinar dicho tipo con exactitud ya sea directamente o 
mediante una simple operación aritmética. Presentada la demanda 
con sus documentos el tribunal en su caso se despachará ejecución, 
y en el mismo Auto puede ordenar que se proceda a requerir de pago 
al deudor o en su caso al hipotecante no deudor o el tercer poseedor 
contra quienes se hubiere dirigido la demanda. 
Requerimiento de pago 
En el artículo 581 de la LEC se regulan los casos en que procede el 
requerimiento de pago y en su apartado 2 se regula el requerimiento 
extrajudicial, estableciendo que no se practicará el requerimiento establecido en 
el apartado anterior cuando en la demanda ejecutiva se haya acompañado acta 
notarial que acredite haberse requerido de pago al ejecutado con al menos diez 
días de antelación. El requerimiento de pago se efectuará en el domicilio que 
figure en el Registro de la Propiedad. Por tanto, el requerimiento judicial es 
preceptivo siempre que no se haya efectuado requerimiento de pago notarial de 
forma extrajudicial y previamente a la interposición de la demanda ejecutiva. 
Certificaciones registrales 
Cumplido el trámite del requerimiento de pago el Juez reclamará del registrador 
de la propiedad a instancia del actor certificación comprensiva de los extremos 
siguientes: 
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1) inserción literal de la última inscripción de dominio o de posesión en su 
caso que se haya practicado en se halle vigente. 
2) relación de todos los censos, hipotecas y gravámenes y derechos 
reales y anotaciones a que estén afectos los bienes debiendo hacer constar 
expresamente que se halle subsistente y sin cancelar la hipoteca a favor del 
actor. El registrador hará constar por nota marginal en la hoja registral que ha 
expedido esta certificación, expresando su fecha y la existencia del 
procedimiento. 
3) En la certificación del registro debe constar que la hipoteca en favor del 
ejecutante se haya subsistente y sin cancelar o, la cancelación o modificación 
que apareciese en el registro. La titularidad del dominio y demás derechos reales 
que existan sobre el bien. Relación completa de las cargas, sean hipotecas o 
anotaciones de embargo, o en su caso, si no existiesen. En la misma fecha en 
que se espera la anterior certificación el registrador hará constar por nota 
marginal en la inscripción de la hipoteca que ha emitido la certificación con 
expresión de su fecha y del proceso al que se refiere, en función de lo dispuesto 
en el artículo 688.2 de la LEC. 
Transcurridos diez días desde el requerimiento de pago el actor podrá pedir que 
se le confiera la administración o posesión interina de la finca se si se hubiese 
pactado en escritura de constitución; percibiendo el acreedor en dicho caso las 
rentas vencidas y no satisfechas se si se hubiese estipulado.  Cumplido lo 
dispuesto en las reglas precedentes y transcurridos treinta días desde que 
tuvieron lugar el requerimiento de pago y las notificaciones antes expresadas se 
procederá a instancias del actor,  del deudor, del tercer poseedor o del 
hipotecante a la subasta de la finca ante el juzgado que conozca del 
procedimiento. El remate se anunciara con veinte días antelación cuando menos. 
Notificaciones 
Pasados treinta días desde que tuvo lugar el requerimiento judicial de pago o de 
la realización de las notificaciones, a instancia del actor, del deudor o del tercer 
poseedor se procederá a la subasta del bien o finca hipotecada. Ésta se hace, 
en todo caso según lo previsto para la subasta de inmuebles y su fecha debe ser 
notificada al deudor. Recibida en el tribunal la certificación, es posible que 
puedan pasarse sin más a la subasta o que deba procederse a la realización de 
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una de las dos notificaciones a las que se refiere el artículo 689 de la LEC. Y el 
artículo 689 determina que “Si de la certificación registral apareciere que la 
persona a cuyo favor resulte practicada la última inscripción de dominio no ha 
sido requerido de pago en ninguna de las formas notarial o judicial, previstas en 
los artículos anteriores, se notificará la existencia del procedimiento a aquella 
persona, en el domicilio que conste en el Registro, para que pueda, si le 
conviene, intervenir en la ejecución…” . Al tercer poseedor, si aparece que la 
persona a cuyo favor resulte practicada la última expresión de dominio no ha 
sido requerida de pago deberá notificarse la existencia del proceso de ejecución. 
A los acreedores posteriores se hará también la notificación de la existencia del 
proceso a los titulares de cargas o derechos reales no preferentes a la hipoteca 
por la que se ejecuta el bien que accedieron al registro con anterioridad a la nota 
marginal y que por tanto figuran en la certificación registral.  
Subasta del bien hipotecado y pago a la entidad financiera acreedora  
En toda escritura de hipoteca debe especificarse la valoración del bien a efectos 
de subasta. Este valor se toma de la tasación que se efectuó del bien para la 
concesión del préstamo hipotecario y determina el valor mínimo por el que tanto 
un tercero como la entidad financiera pueden adjudicarse el bien inmueble en 
subasta.  Para participar de la puja, hay que depositar el 5% del precio del tipo 
de subasta. Al celebrarse la subasta pueden darse varios  supuestos: 
 1º Que concurran postores. Cuando la mejor postura sea igual o superior al 70% 
del valor por el que el bien ha salido a subasta se aprobará el remate a favor 
del mejor postor que dispone de un plazo de 40 días para consignar la 
diferencia del tipo. Si la mejor postura ofrecida en la subasta es inferior al 
70% del valor por el que el bien sale a subasta, el ejecutado dispone de 10 
días para presentar a un tercero que mejore la postura ofreciendo una 
cantidad superior al 70%. Pasados esos 10 días, el ejecutante tiene 5 días 
para pedir la adjudicación del inmueble por el 70% del valor de tasación o por 
la cantidad que se le deba por todos los conceptos, siempre que esa 
cantidad sea superior al 60% de su valor de tasación (art. 670). Cuando el 
ejecutante no haga uso de esta facultad, se aprobará el remate en favor del 
mejor postor, siempre que la cantidad que haya ofrecido supere el 50 por 
ciento del valor de tasación o, siendo inferior, cubra, al menos, la cantidad 
por la que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para 
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intereses y costas. Si la mejor postura no cumpliera estos  requisitos,  el  
Secretario  judicial  responsable  de  la  ejecución,  oídas  las  partes, 
resolverá sobre la aprobación del remate teniendo en cuenta  especialmente  
la  conducta  del  deudor,  las  posibilidades  de  lograr  la  satisfacción  del  
acreedor mediante la realización de otros bienes, el sacrificio patrimonial que 
la aprobación del remate suponga para el deudor y el beneficio que de ella 
obtenga el acreedor. 
2º. Que no concurran postores. En caso de que la subasta quede desierta, la 
entidad financiera dispone de 20 días para adjudicarse la vivienda habitual 
del ejecutado  por una cantidad igual o superior al 70% de su valor de 
tasación en escritura (art. 671) o  si  la cantidad que se le deba por todos los 
conceptos es inferior a ese porcentaje, por el 60 por cien. Si no se tratare de 
la vivienda habitual del deudor, el acreedor podrá pedir la adjudicación por el 
50 por cien del valor por el que el bien hubiera salido a subasta o por la 
cantidad que se le deba por todos los conceptos. 
 Del  importe de adjudicación del bien puede derivarse la siguiente casuística: 
1º Que el importe por el que ha sido adjudicado finalmente el inmueble cubra la 
deuda reclamada por la entidad financiera, en cuyo caso a ésta se le hará 
entrega del importe reclamado. De existir sobrante se destinará en primer 
lugar  a los acreedores que tengan derechos posteriores inscritos (cargas 
anotadas con posterioridad a la hipoteca que se ejecuta como consecuencia 
de otros procesos de reclamación de deudas que se sigan contra el cliente o 
segundas hipotecas del bien). Si no existen tales derechos posteriores o si 
una vez atendidos sigue existiendo sobrante, el mismo se pondría a 
disposición del deudor. 
2º Que el importe obtenido de la adjudicación no sea suficiente para cubrir el 
total de la deuda. En tal supuesto, la entidad financiera podrá reclamar el 
resto del  importe al deudor o a sus fiadores (ya que en España la 
responsabilidad del titular y garantes de un  préstamos hipotecario es 
“universal”, esto es, el deudor y sus fiadores responden no sólo con el bien 
inmueble dado en garantía sino con todos sus bienes presentes y futuros). 
Cambio de la titularidad del inmueble ejecutado en el Registro de la 
Propiedad, posesión del inmueble y, en su caso, lanzamiento judicial 
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Una vez celebrada  la subasta, se modificará la titularidad del inmueble en el 
Registro de la Propiedad a favor del adjudicatario en la subasta (art. 673).  Las 
cargas posteriores a la que se ha ejecutado se cancelan, las anteriores 
subsisten. El adjudicatario tendrá derecho a que le entregue también la posesión 
del inmueble. Por lo que en caso de que el inmueble se hallase ocupado, se 
acometerá el “lanzamiento judicial” de los ocupantes desalojándolos  del 
inmueble (art. 675). 
Marco Jurídico Sobreendeudamiento 
Desde 2012, las normas aprobadas para hacer frente a los problemas 
relacionados con el sobreendeudamiento han estado encaminadas a dotar de un 
régimen singular al Concurso de personas físicas que pretenden en último 
término la exoneración, siquiera parcial, de deudas. 
 
Las normas aprobadas han sido las siguientes: 
● Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de 
protección de deudores hipotecarios sin recursos;   
● Real  Decreto-ley  27/2012,  de  15  de  noviembre,  de  medidas  
urgentes  para reforzar la protección a los deudores hipotecarios;   
● Ley  1/2013,  de  14  de  mayo,  de  medidas  para  reforzar  la  protección  
a  los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, 
que modifica las anteriores normas.   
● Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su 
internacionalización. 
● RDL1/2015 de 27 de febrero, de mecanismo de segunda oportunidad, 
reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social. 
● Ley 25/2015, de 28 de julio de mecanismo de segunda oportunidad, 
reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social, que trae 
causa del RDL1/2015 de 27 de febrero. 
 
Real Decreto-Ley 6/2012, de 9 de Marzo, de Medidas Urgentes de 
Protección de Deudores Hipotecarios sin Recursos 
 
En plena crisis, el Real Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes 
de protección de deudores hipotecarios sin recursos, por el que se creó el 
Código de Buenas Prácticas bancarias, estableció diversos mecanismos 
conducentes a permitir la reestructuración de la deuda hipotecaria  sobre la 
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vivienda habitual de las personas con dificultades en el pago de dicha deuda, 
aplicables a las personas  que se encontrasen en el umbral de exclusión social. 
Considera el RDL que está en el  umbral de exclusión un deudor hipotecario 
cuando todos los miembros de la unidad familiar carecen de rentas del trabajo o 
actividades económicas, cuando la cuota hipotecaria resulta superior al 60%  de 
los ingresos netos del conjunto de la unidad familiar, que no tengan otros bienes 
y  que el préstamo no tenga otras garantías reales o personales.  Las personas 
que se encuentran en dicha situación podrán solicitar y obtener de la entidad 
financiera acreedora la reestructuración de su deuda. 
 
En el caso de que el plan de reestructuración resulte inviable dada la situación 
económica de los deudores (cuando la cuota hipotecaria mensual sea superior al 
60% de los ingresos de la unidad familiar), éstos podrán solicitar una quita del 
capital pendiente del 25%  de conformidad con lo establecido en el Código de 
Buenas Prácticas Anexo al RDL, número 2 b).i   
 
El Real Decreto-Ley también recoge como medidas sustitutivas de la ejecución 
hipotecaria, la dación en pago de la vivienda habitual en el caso de que no sea 
viable el plan de reestructuración ni las medidas complementarias, antes citadas 
y siempre que la entidad financiera se haya adherido el Código de Buenas 
Prácticas del anexo del RDL.  Dación en pago que podrán solicitar los deudores 
en el plazo de dos meses desde la solicitud de reestructuración, teniendo la 
entidad financiera la obligación de aceptar la entrega del bien hipotecado por el 
deudor, a la propia entidad o tercera que ésta designe, quedando definitivamente 
cancelada la deuda garantizada con hipoteca y de las responsabilidades 
personales del deudor y de terceros. Además, el deudor podrá solicitar al 
acreedor permanecer durante un plazo de dos años en la vivienda en concepto 
de arrendatario, satisfaciendo una renta anual del 3% del importe total de la 
deuda. 
 
Este RDL 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de 
deudores hipotecarios sin recursos supuso un avance para los consumidores 
pero de inmediato se criticó que podría mejorar en los aspectos siguientes:    
a) La sujeción al Código de Buenas Prácticas podría ser obligatoria para las 
Entidades financieras para poder garantizar el derecho fundamental a la 
vivienda que persigue la norma. 
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b) La exigencia de que el préstamo hipotecaria carezca de garantías reales 
o personales, es un requisito que excluye de la aplicación de la norma a 
la mayoría de las personas que requirieron avales para conseguir 
acceder a su hipoteca   o que ya habían reestructurado su préstamo 
hipotecario. 
c) Que su beneficio sólo alcanzara a viviendas de 120.000 a 200.0000€ 
como máximo. 
d) Que se siguieran cobrando abusivos intereses de demora. 
 
Real  Decreto-Ley  27/2012,  de  15  de  Noviembre,  de  Medidas  Urgentes  
para Reforzar la Protección a los Deudores Hipotecarios 
 
Ante la emergencia social que se vive en España, el Gobierno promulga este 
RDL por el que se suspenden con carácter inmediato y por un plazo de 2 años 
los desahucios de sus viviendas de personas en riesgo de exclusión social y 
especial vulnerabilidad,  Además se encomienda al gobierno promueva la 
creación de un Fondo Social de Vivienda como alternativa habitacional para 
personas desahuciadas. 
 
Ley  1/2013,  de  14  De  Mayo,  de  Medidas  Para  Reforzar  la  Protección  a  
los Deudores Hipotecarios, Reestructuración de Deuda y Alquiler Social 
 
La ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección de los 
deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, que ha 
reformado el RDL 6/2012,  ha introducido algunas medidas nuevas a favor de los 
deudores hipotecarios. 
 
La nueva  Ley  contiene  novedades  de  indudable trascendencia:  
 
1ª.- El deudor podrá alegar como motivo de oposición a la ejecución el  carácter  
abusivo  de  una  cláusula  (nuevos  artículos  557.7ª  y 695.1.4ª  LEC),  el 
Juez deberá suspender  la  ejecución  (artículo  695.2 LEC)  y convocar  a  
las  partes  a  una comparecencia  ante  el  Tribunal,  que  oirá  a  las  partes  
y  se decretará la improcedencia o sobreseimiento de la ejecución  cuando  
la  cláusula  nula  fundamente  la  ejecución, o al contrario despachando la 
ejecución  sin de la cláusula abusiva (nuevos artículos 561.1.3ª y 695.3 
LEC).   
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2ª.- El juez podrá apreciar de oficio el carácter abusivo de alguna cláusula, dará 
audiencia a las partes y,  oídas  éstas,  procederá  a resolver  como  si  
hubiera  oposición  a  la  ejecución  (nuevos  artículos 552.1  y  567.1.3ª  
LEC).  En el caso del Notario , el  nuevo artículo 129.2.f de la Ley Hipotecaria 
exige que  cualquiera de las partes haya planteado  ante el juez de 1ª 
Instancia competente el carácter abusivo de la cláusula y, una vez resuelto, 
continuará o no el notario la venta extrajudicial.  
3ª.- El carácter abusivo de las cláusulas se dirime en el  propio  proceso  de  
ejecución, no hay que ir a un procedimiento declarativo.  
4ª.- Las cláusulas cuyo uso abusivo es más generalizado son: 
 La cláusula suelo por su falta de reciprocidad y proporcionalidad y 
ocultación desleal de información (art. 82.4 y 87.5 TRLGDCU4) 
 La cláusula de vencimiento anticipado por impago de 1 cuota,  siendo 
3 cuotas  un requisito mínimo de procedibilidad (art, 85,4 TRLGDCU, 
693.1 LEC) y que en otras legislaciones se exige incluso que haya 
vencido el 5-15% del importe total  y, para otros casos valorando el 
tiempo restante por vencer. 
 Los intereses de demora desproporcionadamente altos en relación 
con el objetivo de la cláusula (art 85.6 TRLGDCU); la Ley 1/2013 ha 
introducido un máximo del triplo del legal. 
 Las comisiones por impago o por anticipación del vencimiento, por 
dejar parte del contrato a la exclusiva voluntad del empresario (art. 
85.3TRLGCU) y que sólo es legal percibirlas si son proporcionales, 
aceptadas expresamente y respondan a servicios efectivamente 
prestados (orden EHA2899/2011 de 28 de octubre de transparencia y 
protección del cliente de servicios bancarios).  
5ª.- Se  suspende  hasta  el  15  de  mayo  de  2017  los  lanzamientos ya 
acordados sobre  la vivienda habitual  de  personas especialmente 
vulnerables  cuando el adjudicatario fuera el propio acreedor o persona que 
actúe por su cuenta, tanto en los procesos de ejecución judiciales como 
extrajudiciales.     
6ª.- Sigue sin resolverse el grave problema de la falta de retroactividad de la 
reforma, que no afectará ni a las ejecuciones hipotecarias concluidas  ni a 
aquéllas en que se hubiese anunciado la subasta. El sistema permite alegar 
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oposición por cláusulas abusivas para todos los procesos en trámite en los 
que no se haya entregado la posesión, es decir incluso en aquéllos casos en 
los que exista adjudicación a tercero y orden de desalojo y lanzamiento si 
éste no se hubiera llevado a cabo todavía. 
7ª.- Continua vigente el principio de responsabilidad universal del deudor –art 
1911 Cc. que responde de la deuda con todos sus bienes presentes y futuros. 
8ª.- El colectivo de deudores situados bajo el umbral de exclusión social y en 
situación de vulnerabilidad en la nueva ley se amplia  al elevarse 
significativamente el máximo de ingresos de la unidad familiar y se extiende al 
deudor, fiadores, avalistas e hipotecantes de su  vivienda habitual no 
deudores y  se establecen algunas mejoras siempre que las partes lo 
acuerden: 
o limitar intereses moratorios al remuneratorio más un 2% 
o Reestructurar deuda con carencia amortización 5 años 
o ampliar plazo de amortización del préstamo 
o Reducir el interés al Euribor+0,25% 
o Quita del 25% de la deuda 
o Dación en pago obligatoria y subsiguiente alquiler social. 
No obstante, la reestructuración de la deuda y la dación en pago 
siguen teniendo aspectos que dificultan gravemente sino 
imposibilitan su aplicación real, como es la pérdida de rango 
registral si existen acreedores posteriores.  
9ª.- El valor de tasación a efectos de subasta no podrá ser inferior al 75% del 
valor de tasación que se utilizó en la perfección del préstamo hipotecario. 
10ª. Para la vivienda habitual, si la subasta acaba sin postores, el ejecutante sólo 
podrá adjudicarse el inmueble por un mínimo del 70% del tipo de subasta, 
salvo que la cantidad que se le deba por todos los conceptos sea inferior a 
ese porcentaje; en ese caso el acreedor se la adjudicará por el 60%. En 
ese caso la entidad ejecutante deberá consignar la diferencia, que será 
para el deudor o para satisfacer embargos posteriores. 
11ª.- Si el poseedor colabora con el Juzgado y  permite visitas al inmueble que 
se va a subastar, podrá obtener una reducción del 2% de la deuda 
hipotecaria (art 691 LEC). 
12ª.- Se limitan las costas judiciales a un máximo del 5% de la cuantía de la 
demanda. 
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13ª.-  No siendo suficiente el precio de remate del bien subastado  para cancelar 
la deuda, continua la ejecución contra el patrimonio del deudor por el resto 
no cubierto (1911 Cc). 
14ª. La ley recoge una quita para el deudor en tres momentos: 
● Si al cabo de 5 años de la aprobación del remate  ha pagado el 
65%  de la suma pendiente incrementado con el interés legal del 
dinero,  se le condona el  35% restante. 
●  Si al cabo de 10 años, ha pagado el 80% de la deuda e intereses, 
se le condona el 20% restante. 
En estos dos primeros,  la Ley  trata de premiar el esfuerzo  del  deudor por 
liquidar la deuda pero no tiene en cuenta la  capacidad económica de los 
deudores a quiénes trata por igual cualesquiera que sean sus recursos 
económicos.  
● Se establece también una quita de la deuda pendiente del 50% de 
la plusvalía obtenida por el acreedor con la venta del bien en los 
diez años siguientes a la adjudicación del inmueble, previa 
deducción de todos los costes acreditados (art. 579.2 LEC). Del 
mismo modo es de aplicación para la venta extrajudicial notarial 
(art 129.2h) 
15ª.- Otra importante modificación ha sido la imputación de pagos del art 654.3 
LEC que termina con una de las más extendidas prácticas abusivas. Se 
ordena que los pagos a cuenta se apliquen en primer lugar a los intereses 
remuneratorios y al capital, y sólo después a los intereses de demora que no 
se permite sean capitalizados, facilitándose de este modo la extinción de la 
deuda. 
 
Y aunque de nuevo resultaba  insuficiente el legislador había  cumplido el 
mandato del Tribunal de Justicia de la Unión Europea que en su sentencia de 14 
de marzo de 2013 establecía  el trámite por el que el Juez nacional que conoce 
del proceso de ejecución por el impago de un préstamo con garantía hipotecaria 
pudiera  resolver si existen  cláusulas abusivas en el contrato con carácter previo 
a la ejecución y antes de proceder a la subasta del bien y al lanzamiento del 
consumidor de su vivienda habitual. 
 




La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su 
internacionalización modificó el art 178.2 de la Ley Concursal  y abre la vía a un 
Concurso para personas físicas.  
 
Esta Ley abrió aparentemente una brecha al principio de responsabilidad 
patrimonial universal del art. 1911Cc al admitir una limitada exoneración de 
deuda tras la liquidación del patrimonio del deudor, en el art 178.2 de la Ley 
Concursal. 
 
La nueva ley permite que el deudor de buena fe, pueda ver extinguidas sus 
deudas impagadas condicionado a que pagase una parte del pasivo, pero era 
una ley tan exigente  que podría afirmarse que sólo nominalmente teníamos una 
ley de exoneración del pasivo insatisfecho. 
 
Era así que España corregía un retraso normativo y desde instancias 
internacionales se recomendaba la modificación legal necesaria para que 
España instaurara un régimen de segunda oportunidad real y efectivo. La 
Comisión Europea (Recomendación de 12 de marzo de 2014)  el FMI (informe 
de 20 de julio de 2014 –pág 42- nota 10), el Comité Económico y Social Europeo 
(Dictamen 29 abril de 2014 apartado 5.1)  recordaban a España la necesidad de 
establecer un régimen de segunda oportunidad  para consumidores. 
 
El Régimen Actual: Ley 25/2015 de 28 de Julio, de 
Mecanismo de Segunda Oportunidad, Reducción de Carga 
Financiera y Otras Medidas de Orden Social 
 
La verdadera novedad llega de la mano del RDL 1/2015 de 27 de febrero, de 
mecanismo de segunda oportunidad, reducción de carga financiera y otras 
medidas de orden social que se tramitó como Proyecto de Ley y que dio lugar a 
la aprobación de la Ley 25/2015 de 28 de julio, de mecanismo de segunda 
oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social. 
La conveniencia del establecimiento de este régimen de liberación de deudas, lo 
pone de manifiesto la propia Exposición de Motivos de la Ley que expresamente 
recoge el objetivo de que la “persona física, a pesar de un fracaso económico 
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empresarial o personal, tenga la posibilidad de encarrilar nuevamente su vida e 
incluso de arriesgarse a nuevas iniciativas, sin tener que arrastrar 
indefinidamente una losa de deuda que nunca podrá satisfacer”. 
Del mismo modo se refiere al impacto económico  que la nueva regulación se 
prevé tenga respecto de la economía sumergida cuando reconoce que “la 
experiencia ha demostrado que cuando no existen mecanismos de segunda 
oportunidad se producen desincentivos claros a acometer nuevas actividades e 
incluso a permanecer en el circuito regular de la economía. Ello no favorece 
obviamente al propio deudor, pero tampoco a los acreedores ya sean públicos o 
privados. Al contrario, los mecanismos de segunda oportunidad son 
desincentivadores de la economía sumergida y favorecedores de una cultura 
empresarial que siempre redundará en beneficio del empleo” 
 
Presupuesto Subjetivo  
 
El régimen de segunda oportunidad es aplicable al deudor “persona natural” ex 
art 178 bis.a LC. tanto si la “persona natural” es empresario o asalariado. El 
legislador no ha querido diseñar un sistema especial para los empresarios 
autónomos. Aunque existen diferencias en la tramitación del acuerdo 
extrajudicial de pagos, el régimen de exoneración del pasivo pendiente es único 





El deudor solicita un acuerdo extrajudicial de pagos a un Notario art 232 LC. 
El Notario procede al nombramiento de Mediador Concursal Art 233LC. 
Se formula  y negocia la propuesta de acuerdo de pagos Art 236 LC. 





La reforma de la LOPJ 7/2015 de 21 de julio priva a los Jueces de lo Mercantil de 
la competencia para resolver concursos de consumidores  y  atribuye la 
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competencia para resolver los concursos de “personal natural que no sea 
empresario” a los Juzgados de  1ª  Instancia ex art 85.6 LOPJ 
No obstante, se mantiene la unidad en apelación al permitir que las secciones 
especializadas de lo mercantil de las Audiencias Provinciales conozcan “de los 
recursos que establezca la ley, contra las resoluciones dictadas por los Jugados 
de 1ª Instancia en los procedimientos relativos a concursos de personas físicas 




Los enumera el art 178 bis LC: 
Que el deudor sea de buena fe 
Que el concurso no haya sido declarado culpable 
Que no haya sido condenado por determinados tipos penales en los 10 años 
anteriores a la declaración del concurso. 
Haber intentado previamente un acuerdo extrajudicial de pagos 
Que el deudor pague un umbral de pasivo mínimo o alternativamente si no tiene 
dinero para hacer el pago del umbral mínimo,   
Que  acepte someterse a un Plan de Pagos y en este caso se adicionan otras 
condiciones como que no haya obtenido otra exoneración  en los 10 años 
anteriores, no incumpla las obligaciones de colaboración  del art. 42 LC, que no 
haya rechazado una oferta de empleo adecuada dentro de los 4 años anteriores 
a la declaración del Concurso y que acepte la publicación del beneficio en el 
Registro Público Concursal. (no hay tercera oportunidad para los que se acogen 
al Plan de pagos). 
 
Solicitud de Exoneración 
 
El deudor tiene que efectuar la solicitud  tras la conclusión del concurso  por 




La ley contempla dos situaciones diferentes:  
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1) El deudor que abona un umbral de pasivo mínimo (art 178 bis.3.4º LC) se le 
exonera del 75% del pasivo ordinario y el crédito subordinado, o del 100% si 
intentó un acuerdo extrajudicial de pagos. 
 A sensu contrario,  el deudor tiene que pagar  los créditos contra la masa, el 
crédito privilegiado y 0% o el  25% del pasivo ordinario, según se haya 
intentado o no un acuerdo extrajudicial de pagos. 
2) El deudor que no puede pagar el umbral mínimo y se somete a un Plan de 
pagos  se le exonera de los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la 
fecha de la conclusión del concurso, excepto los créditos de derecho público o 
por alimentos. Respecto de los préstamos hipotecarios, se le exonera de la 
parte no cubierta por el precio de remate de la subasta, salvo que el sobrante 
no tenga la naturaleza de crédito ordinario y subordinado. 
No se contempla la exoneración de créditos con garantía real ni tampoco un 
tratamiento especial cuando se trata de garantía real sobre la vivienda habitual 
del deudor. El único beneficio es la posible paralización durante 2 meses  de la 
ejecución (art 242 bis.1.8º LC) mientras se sustancia el procedimiento para 
lograr un acuerdo extrajudicial de pagos. 
 
Situación de Fiadores, Avalistas y Garantes 
 
Las garantías personales subsisten pese a  la exoneración (art 178 bis.5 LC); el 
legislador ha tenido que hacer una excepción a la regla general de accesoriedad 
de la garantía respecto del contrato principal. Los acreedores que se hayan visto 
afectados por la exoneración provisional podrán acudir a reclamar la deuda los 
obligados solidarios (art 178 bis.5 LC). 
 
Situación del Cónyuge del Concursado 
 
El art 178 bis.5 LC extiende los efectos de la exoneración del concursado, al 
cónyuge casado en régimen de gananciales, de modo que no se permite  a los 
acreedores ningún tipo de acción contra el patrimonio privativo del cónyuge,   





Tanto si el deudor abona el umbral de pasivo mínimo de inmediato como si el 
deudor se acoge a un Plan de Pagos, el juez concederá la exoneración 
provisional, si los acreedores no se oponen en el plazo de 5 días (art 178 bis. 
LC). Durante un plazo de 5 años, los acreedores no podrán iniciar ningún tipo de 
acción frente al deudor para el cobro ni sus créditos devengarán interés. 
 
Revocación del Beneficio  
 
Cualquier acreedor puede de conformidad con el art 178 bis.7 LC solicitar la 
revocación si el deudor incumple el pago de las deudas no exoneradas, sufriera 
condena penal para determinados delitos en el plazo de 5 años que dura el plan 
de pagos, viniera a mejor fortuna en cuantía que pudiera pagar todas las deudas 
pendientes o bien  que aflorara ingresos, bienes o derechos ocultados. En este 
caso, los acreedores recuperarían  la plenitud de sus acciones frente al deudor 




Transcurridos 5 años,  a petición del deudor, el Juez dictará Auto reconociendo 
el carácter definitivo de la exoneración del pasivo insatisfecho si el deudor ha 
cumplido el Plan de Pagos. Para el caso de cumplimiento parcial del Plan de 
Pagos, la ley tiene en cuenta la cantidad de ingresos que el deudor destine 
durante ese plazo a hacer pagos de la deuda independientemente del monto 
global de ésta. Así reza el  art. 178 bis.8 que dicta que  el Juez podrá, oídos los 
acreedores,  declarar la exoneración  definitiva aunque no esté cumplido el pago 
del total siempre que el deudor haya destinado al cumplimiento, al menos, el 
50% de los ingresos percibidos que no tuviesen la consideración de 
inembargables o bien el 25% de sus ingresos totales. 
 
La ley no contempla qué pasa cuando el deudor no percibe ingresos durante el 
plazo de 5 años. Puede interpretarse que el deudor que no abona nada quedará 
fuera de la norma y condenado a la exclusión social  o al contrario, considerar  
que el 50% de cero  ingreso percibido, es cero y por tanto también podría 
exonerarse al deudor que haya pagado cero, esto es que no haya efectuado 
pago alguno. Las resoluciones de los tribunales, cuando se produzcan, lo dirán.  
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En resumen, es un procedimiento que se inicia a solicitud del deudor que se 
encuentra en la situación de no poder  hacer frente a sus pagos corrientes. Tras 
acudir a un Notario, se procede al nombramiento de un Mediador Concursal de 
entre la lista del Registro de Mediadores del Ministerio de Justicia  para conciliar 
los intereses contrapuestos de las  partes y acordar un Plan de Pagos. En caso 
de desacuerdo o incumplimiento del Plan de pagos, se tramitará un Concurso 
Consecutivo ante el Juez de 1ª Instancia. Para poder obtener la exoneración, es 
preciso pagar las deudas no exonerables,  bien abonando un umbral mínimo de 
pasivo al contado o  bien sometiéndose  a un plan de pagos de 5 años. El Plan 
de pagos significa que durante 5 años el deudor debe entregar todos sus 
ingresos (excepto los importes inembargables del art. 607 LEC) y las deudas  
que no alcance a pagar le podrán ser exoneradas.  Los créditos privilegiados no 
se exoneran, los acreedores pueden iniciar ejecuciones singulares para cobrar 
su deuda transcurrido ese plazo.  
Es un sistema restrictivo, porque excluye a las personas en situación económica 
más precaria y, contraponiéndolo con la Exposición de Motivos,  el hecho de 
tener embargados todos los ingresos durante 5 años no hay duda que 














































Capitulo 2. Compra de vivienda 
Las principales diferencias en la compra a crédito de un inmueble entre España y 
los países musulmanes tiene una doble dimensión: en primer lugar el préstamo 
bancario está sujeto a leyes diferentes; los países occidentales siguen el 
derecho privado, mientras los países árabes se rigen por la ley islámica de 
origen religioso. Otra diferencia importante se produce cuando el adquirente no 
puede hacer frente al pago de la vivienda y pone de manifiesto la equidad para 
la partes con que la ley islámica resuelve el contrato de compra5. 
Compra de vivienda en España 
La compra de una propiedad en España es costumbre hacerlo mediante dos 
contratos sucesivos: un contrato privado de arras y un contrato que eleva a  
público el anterior. El primer contrato es un acuerdo entre el comprador y el 
vendedor;  para garantizar la compra se acostumbra  a entregar  a cuenta del 
precio de la vivienda un 10% de su valor. El contrato público se efectúa un 
tiempo después ante Notario, en cuyo  momento se paga el resto del precio 
acordado y, si se compra con financiación,  es normal en ese acto la presencia 
de la entidad financiera para formalizar, también en escritura pública un 
préstamo hipotecario al comprador. Perfeccionada la compra-venta y la hipoteca 
se produce la entrega de llaves y pago del resto del precio, todo ello en unidad 
de acto. Pagados los impuestos que gravan la compra, la Escritura Pública 
Notarial, se inscribe en el Registro de la Propiedad. 
La compra de una vivienda devenga diversos impuestos; la vivienda nueva está 
sujeta al  IVA del 4% para la compra de una vivienda de Protección Oficial o del 
10% para la vivienda de mercado libre. Para la vivienda de segunda mano no 
rige el IVA sino el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales que se sitúa en la 
horquilla 6%-10% en función de la Comunidad Autónoma, siendo los tipos más 
reducidos aplicables a jóvenes y Viviendas de Protección Oficial (VPO). Tanto a 
la vivienda nueva como usada hay que sumar el Impuesto sobre Actos Jurídicos 
Documentados que oscila entre 0,5% y 1,5% del precio de la vivienda en función 
de cada Comunidad Autónoma. Finalmente, a cargo del vendedor el contrato de 
compra-venta está sujeto al Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor de 
los Terrenos, la conocida “Plusvalía” municipal. Para terminar hay que sumar los 
                                                 
5
 Najia Losti. ¿Y si aplicáramos el modelo de banca islámica en España? Fronterad. Revista digital 
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aranceles del Notario y del Registrador de la Propiedad que son honorarios 
regulados en pago de su actuación profesional. En definitiva, el comprador 
tendrá que hacer un desembolso adicional entre el 10%-15% por los impuestos y 
trámite notarial y de registro.  Cuando el comprador no tiene el total de la compra 
tiene que recurrir a un préstamo hipotecario. Por lo general el comprador habrá 
acudido a su Banco. El préstamo hipotecario comprende dos elementos: un 
préstamo en dinero (devolución con intereses pactados) y una garantía 
hipotecaria, es decir, una hipoteca sobre el inmueble interesado que no afecta a 
su titularidad. Una vez obtenido el préstamo hipotecario se determinan las cuotas 
mensuales del reembolso que incluyen los intereses. El plazo de amortización 
corresponde al tiempo necesario para el reembolso. Los intereses son de dos 
tipos principalmente: interés fijo (se mantiene fijo a lo largo del tiempo del 
préstamo y las cuotas mensuales no varían); interés variable (se revisa 
periódicamente para adaptarse a las variaciones del mercado y las cuotas 
mensuales se revisan periódicamente). Las cuotas mensuales son obligatorias 
durante todo el plazo del reembolso, en caso de impago el Banco inicia un 
procedimiento judicial para resarcirse del impago. En el  préstamo hipotecario la 
vivienda responde directamente pero si el precio de remate obtenido en la 
subasta no fuese suficiente para el resarcimiento, el deudor y sus garantes 
responden con todo sus bienes presentes y futuros. Para obtener un préstamo  
hipotecario el Banco exige solvencia y capacidad de retorno, es decir  garantías 
reales, personales e ingresos suficientes del acreditado y sus avalistas para 
hacer frente a las amortizaciones periódicas pactadas. El expediente de 
autorización de la operación bancaria precisa de un documento imprescindible: 
debe incorporar   una Tasación de la vivienda efectuada por una Sociedad de 
Tasación de las inscritas en el Banco de España. La escritura de hipoteca es 
firmada por el solicitante y el Banco ante Notario. La inscripción del documento 
se realiza en el Registro de la Propiedad. 
Compra de vivienda en los países musulmanes 
Después de la segunda guerra mundial se establecieron Bancos que en su 
operativa seguían los preceptos de la ley islámica Sharia6 .  Aparecieron de 
manera encubierta en algunos países como Malasia y Pakistán. El primer banco 
islámico moderno fue creado en Egipto en 1963. Luego, en 1974,  mediante el 
                                                 
6
 En árabe,"via" o "senda", "el camino del manantial" es Ley Sagrada del Islam: es un cuerpo de derecho y un 
código de conducta, 
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acuerdo de cuarenta países musulmanes se fundó el Banco Islámico para el 
Desarrollo; su objetivo es promover la cooperación económica bajo los principios 
islámicos, así como la equidad social. El principio de equidad favorece la 
concesión de financiación gratuita para los necesitados y la abolición de 
intereses para los capitales invertidos -llamada “Riba” que es un término 
equivalente a la usura-  prohibida en el Corán. En consecuencia,  la prohibición 
de Riba impide el cobro de intereses, de modo que cuando se solicita un 
préstamo el banco islámico, percibe como margen una comisión fija no abusiva. 
Este sistema bancario no crea dinero con el crédito. La estructura de un banco 
islámico comprende los siguientes departamentos: El comité de supervisión 
religioso (para que no se desvíe de lo predispuesto en la Sharia), el 
departamento del Zakat (impuesto islámico sobre la renta y el ahorro para la 
financiación de proyectos beneficiosos para la comunidad), el Departamento de 
Inversión y el Departamento de Formación del personal. 
Contrato manzil-murabahah 7(hipoteca de viviendas)  
 Para la compra de una vivienda el banco y el comprador crean una sociedad 
conjunta con  la que el banco compra la casa y la cede al cliente que la va 
pagando a plazos según un precio estipulado al principio (Musharaka). Con cada 
pago la proporción del cliente aumenta y la del banco disminuye; cuando 
terminan los plazos el cliente se queda con la casa. Si por alguna razón el 
comprador de la vivienda no puede seguir pagando, la casa se vende o subasta; 
si se obtiene un beneficio se reparte entre el banco y el comprador en la 
proporción existente en ese momento. La vivienda  comprada es propiedad del 
banco, con lo cual es el banco  quien asume todos los daños que pueda sufrir el 
bien (inundación, incendio, etc). El seguro obligatorio corre a cargo del banco y 
no del comprador. En caso de cualquier imposibilidad de pago no intencionada el 
banco no puede expulsar al comprador de la vivienda si es su única residencia, 
es decir, es un bien de primera necesidad. Tampoco puede cobrar al deudor 
intereses de demora. Es decir, si el individuo no pudiese hacer frente a los pagos 
en su debido tiempo, y necesitase una prórroga, la entidad no podría cobrarle 
una cantidad adicional. En caso de cualquier discapacidad el comprador se 
queda en el piso y el banco se hará cargo de tramitar la compensación a la 
aseguradora. Para finalizar la compra un notario establece la escritura; sus 
                                                 
7
 Najia Losti. ibidem 
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honorarios son proporcionales al precio de la vivienda según porcentajes 
variables. Por lo general no hay impuestos derivados de la compra de inmuebles 
en países musulmanes. La banca islámica se expande fuera de los países 
musulmanes. Países  como Gran Bretaña y Francia están intentando convertirse 
en el núcleo de las finanzas musulmanas en Europa. El  Reino Unido,  por 
ejemplo, tiene un banco islámico, se trata del Islamic Bank of Britain. Uno de los 
primeros bancos internacionales en crear una división de banca islámica fue 
Citgrup, que en 1996 abrió una sucursal musulmana en Bahrein. En cuanto a 
España, en la medida en que la inmigración se consolide  e incremente su poder 
adquisitivo, los bancos españoles también podrían acceder a este segmento de 
clientes si saben diseñar productos financieros para este sector de población.  
 
Sobreendeudamiento y Modelo Económico 
 
En los sistemas jurídicos de nuestro entorno coexisten tres modelos generales 
de regulación del sobreendeudamiento8:  
 
 “Modelo de mercado” que concede la exoneración de deudas al deudor 
de buena fe, sin plan de pagos. Este sistema pretende la rápida 
rehabilitación del deudor y se asume el riesgo inherente a la economía de 
mercado. Es el sistema propio de los países anglosajones (Gran Bretaña, 
Estados Unidos, Canadá, Australia y Nueva Zelanda) 
 “Modelo de responsabilidad o rehabilitación” para el deudor de buena fe 
que después de un periodo de entre 3 y 5 años en que el deudor tiene 
que haber intentado pagar la cantidad que pueda del montante de sus 
deudas, observar buena conducta y  haber entregado sus ingresos 
embargables, se le exonera definitivamente de la cantidad que no haya 
podido pagar. Este modelo lo tienen en Alemania, Portugal y Austria. 
 “Modelo de merecimiento” que concede un margen de maniobra al Juez  
para decretar la exoneración valorando y atendiendo las necesidades del 
deudor, la concesión irresponsable del crédito por el acreedor, las causas 
del sobreendeudamiento y el comportamiento del deudor. En el 
expediente que se remite al Juez participan órganos de la Administración 
Pública. Es el modelo de Francia, Bélgica y los países escandinavos. 
                                                 
8
 Cuena Casas, M. El nuevo Régimen de la segunda Oportunidad pag 17 
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España ha optado por un sistema mixto, que aunque se inspira en el modelo 
alemán, condiciona la concesión de  deuda exonerable al pago de la deuda no 
exonerable, que no se exige en el sistema alemán.  
 
El excesivo endeudamiento de las familias  ha llevado a una situación en que no 
sólo no pueden hacer frente a sus obligaciones de pago sino que el patrimonio 
que poseen es insuficiente para hacer frente a la totalidad de las deudas que 
acumulan.  
 
El modelo de crecimiento económico de España desde el año 2000 ha estado 
sustentado por el sector de la construcción. Las recalificaciones urbanísticas, el 
crecimiento de la población y el número de hogares, el fácil acceso al crédito 
bancario por promotores y constructores hacía que la oferta de vivienda nueva 
terminada fuera en aumento año tras año. Ya fuera en la costa o en el interior, 
las promociones de viviendas no cesaban de crecer. 
 
En la época del boom inmobiliario en un auge sin precedentes el precio de la 
vivienda se incrementaba año tras año con cifras que alcanzaban los dos dígitos.  
Tanto los inmigrantes llegados para trabajar en la construcción como los 
nacionales a los que les había llegado el momento de emanciparse precisaban 
de una vivienda.  Era fácil acceder al préstamo de compra. Los diversos 
operadores lo facilitaban. Se necesitaba al comprador para continuar la espiral 
de negocio.  
 
Las entidades financieras pugnaban por hacerse grandes y generar más negocio 
que sus competidores del sector. Los promotores necesitaban vender  porque 
había que realizar la inversión para seguir con nuevos proyectos, las agencias 
inmobiliarias porque percibían comisiones hasta de los propios bancos por las 
operaciones que les presentaban para financiar. Las sociedades de tasación 
porque, antes de proceder a tasar a la vivienda,  preguntaban al futuro 
comprador cual era el importe del préstamo hipotecario que iban a solicitar;  las 
cajas de ahorro y los bancos porque relajaron en exceso los controles habituales 
en la concesión de riesgos. La autoridad monetaria con el Banco de España a la 
cabeza por no ejercer adecuadamente los controles de supervisión a que está 
obligado. Se avecinaba una tormenta perfecta. A partir del año 2008, los precios 
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de la vivienda nueva se desaceleran con decrecimientos acumulados  hasta el 
año 2013 del -35% para la vivienda nueva y del -52% para la usada. El precio 
medio  de las viviendas registra una caída acumulada del  -42% en el periodo. 
 
Tabla 1. Índice de Precios de la vivienda 
Indices Precios de vivienda Variación de las medias anuales 
Medias anuales. Base 2007 2015 2014 2013 2012 2011 2010 2009 2008 2007 
Total Nacional 
    General 3,6 0,3 -10,6 -13,7 -7,4 -2,0 -6,7 -1,5 9,8 
    Vivienda nueva 4,7 0,9 -10,4 -12,3 -5,2 -2,7 -4,1 4,2 11,9 
    Vivienda segunda mano 3,4 0,1 -10,9 -14,8 -9,4 -1,2 -9,0 -6,2 8,2 


























Capítulo 3. Datos Socioeconómicos de la Crisis 
 
La tasa de desempleo llegó a máximos históricos en España en el año 2013 
cuando alcanzó el 26,96% de la población activa durante el primer trimestre del 
año 2013, después de tocar suelo con el 7,93% en el segundo trimestre de 2007, 




Tabla 2. ESPAÑA. Tasa de paro de la población. 
AÑO PORCENTUAL. TRIMESTRES  
  T1 T2 T3 T4 
2016 21       
2015 23,78 22,37 21,18 20,9 
2014 25,93 24,47 23,67 23,7 
2013 26,94 26,06 25,65 25,73 
2012 24,19 24,4 24,79 25,77 
2011 21,08 20,64 21,28 22,56 
2010 19,84 19,89 19,59 20,11 
2009 17,24 17,77 17,75 18,66 
2008 9,6 10,36 11,23 13,79 
2007 8,42 7,93 8,01 8,57 
2006 9,03 8,44 8,08 8,26 
2005 10,17 9,32 8,41 8,71 
2004 11,5 11,09 10,74 10,53 
2003       11,37 
Fuente Datos: INE; Cuadro: elaboración propia 
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Las cifras de paro registrado del INE alcanzan la cifra máxima en marzo de 
2007cuando llega a superar los cinco millones. El sector de la construcción y 
agricultura son los sectores  donde el impacto de la evolución es más negativo.  
Hay hogares españoles con todos sus miembros en paro.  A partir de abril del 
año 2013 se inicia la recuperación y hoy 2 de junio ha anunciado el Gobierno en 
funciones que la cifra para el mes de mayo del año 2016 se ha situado por 
debajo de los cuatro millones de personas. 
 
Tabla 3.  
Servicio Público de Empleo Estatal. Evolución del paro registrado 
según sectores. Últimos 10 años. 
Periodo TOTAL Agricultura Industria Construcción Servicios Sin empleo ant 
2007 MARZO 2.059.451 64.001 279.615 219.796 1.264.924 231.115 
2008 MARZO 2.300.975 75.692 292.313 316.990 1.384.009 231.971 
2009 MARZO 3.605.402 93.715 488.895 723.347 2.075.035 224.410 
2010 MARZO 4.166.613 120.679 525.886 797.572 2.398.741 323.735 
2011 MARZO 4.333.669 143.431 505.173 762.528 2.531.424 391.113 
2012 MARZO 4.750.867 168.344 539.832 810.375 2.819.402 412.914 
2013 MARZO 5.035.243 214.497 554.037 761.458 3.126.440 378.811 
2014 MARZO 4.795.866 230.937 502.018 629.169 3.046.322 387.420 
2015 MARZO 4.451.939 224.790 439.216 516.319 2.889.380 382.234 
2016 
MARZO 4.094.770 210.701 385.671 439.096 2.708.739 350.563 
ABRIL 4.011.171 200.284 376.153 424.906 2.657.932 351.896 
MAYO 3.891.403 188.224 366.676 409.757 2.579.526 347.220 
Fuente datos SEPE/Ministerio Empleo y SS;  Cuadro: elaboración propia 
 
La cifra total de créditos dudosos sumaban un montante de 197.183 millones de 
euros, de los cuales sólo 11.830 millones correspondían a familias. Estas cifras 
son las más elevadas de los últimos 10 años. 
 
Tabla 4. Créditos morosos banca 
 AÑO 2009 2010 2011 2012 2013 2014 septbre2015 
Total crédito a hogares    29,9 26 28,7 37 49,4 46,8 39,1 
Del que crédito para la adquisición de 
vivienda 17,9 15,2 18,2 24 34,6 32,6 27 
Resto de crédito a hogares 12 10,8 10,5 13 14,8 14,1 12,1 
                    
Total crédito para actividades productivas 61,9 79,7 109,9 128,4 146,1 124,6 101,2 
Del que Créd. constructor e inmobiliario  43,6 58 81,9 84,8 87,8 70,7 54,9 
Resto crédito para actividades productivas 18,3 21,7 28 43,6 58,2 53,9 46,2 
                    
TOTAL CARTERA CREDITO MOROSO 93 107 140 167 197 173 134 
Fuente datos: BBVA Research/Boletín Estadístico del Banco de España. Cuadro elaboración propia 
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La morosidad de la banca ha ido aumentando progresivamente en los últimos 
años hasta alcanzar en 2014  el 13,53% sobre el total de los créditos al sector 
privado. Las tasas de morosidad de las familias estaban situadas en torno al 6%. 
 
Tabla 5. Ratios De Mora Banca 
   AÑO 2009 2010 2011 2012 2013 2014 septbre2015 
Total crédito a hogares    3,7% 3,2% 3,6% 4,9% 6,9% 6,8% 5,9% 
Del que crédito para la adquisición de 
vivienda 2,9% 2,4% 2,9% 4,0% 6,0% 5,9% 5,0% 
Resto crédito a hogares  6,3% 6,0% 6,3% 8,6% 11,1% 10,7% 9,3% 
                   
Total crédito para actividades productivas 6,2% 7,9% 11,3% 15,5% 20,3% 18,5% 15,4% 
Del que Créd. constructor e inmobiliario  9,6% 13,5% 20,6% 28,2% 37,1% 35,3% 30,3% 
Resto crédito para actividades productivas 3,4% 3,7% 4,9% 8,2% 12,1% 11,4% 9,8% 
                   
TOTAL CARTERA CREDITO OSR
9
 5,1% 5,8% 7,8% 10,4% 13,6% 12,5% 10,1% 
Fuente datos: BBVA Research/Boletín Estadístico del Banco de España. Cuadro elaboración propia 
 
La  morosidad  del  sistema  sigue  mejorando  de  forma  continuada  a  pesar  
de  la  fuerte contracción del crédito montante de Otro Sector Residente (OSR), 
alcanzando un 10,1% a cierre de 2015. El volumen de crédito dudoso ha 
encadenado  24  meses  consecutivos  de  caída,  y  se  ha  reducido  en  63bn€  
desde  el  máximo  de diciembre de 2013, de los que 38bn€ se han registrado en 
2015.  La  morosidad  del  crédito  a  empresas  constructoras  e  inmobiliarias  
sigue representando un 41% del total. 
 
                                                 
9
 Otro Sector Residente 
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Como consecuencia del desempleo, de la morosidad y del sobreendeudamiento, 
ha seguido un aumento exponencial de las ejecuciones hipotecarias en el sector 
privado que ha pasado de las 25.943 ejecuciones hipotecarias de 2007 a las 
68.135 del año 2015,  después del máximo 93.636 de ejecuciones hipotecarias 
que se alcanzó en el año 2009, según datos del Consejo General del Poder 
Judicial. 
 



















ANDALUCÍA 4.595 11.458 17.774 17.913 16.313 17.914 18.321 16.991 17.365 
ARAGÓN 545 1.254 2.478 2.126 1.998 2.049 1.641 1.703 1.428 
ASTURIAS 546 756 1.003 864 768 875 971 930 915 
ILLES BALEARS 723 1.754 2.677 2.305 2.133 2.693 1.908 1.977 1.851 
CANARIAS 1.436 3.216 5.551 4.819 4.108 4.252 3.653 3.786 2.963 
CANTABRIA 275 561 761 709 691 811 669 531 456 
CASTILLA - LEÓN 888 1.876 3.019 2.998 2.293 3.040 3.193 3.038 2.094 
CASTILLA - LA 
MANCHA 1.235 2.845 4.720 4.681 3.924 4.873 4.315 4.073 3.122 
CATALUÑA 4.538 11.240 18.053 18.112 13.727 18.567 18.341 17.035 12.165 
COMUNITAT 
VALENCIANA 5.369 10.591 16.290 18.102 14.868 16.157 11.596 13.893 11.166 
EXTREMADURA 361 723 1.030 1.363 1.065 1.340 1.274 1.440 993 
GALICIA 701 1.369 2.053 1.942 2.003 2.528 2.576 2.106 1.810 
MADRID 2.802 6.501 10.655 10.276 7.533 9.253 8.508 7.109 6.122 
MURCIA 1.013 2.715 4.575 4.957 4.154 4.826 3.810 4.354 4.002 
NAVARRA 178 451 738 679 614 817 616 608 582 
PAÍS VASCO 584 985 1.255 1.175 1.174 1.061 817 780 711 
LA RIOJA 154 391 687 615 488 566 471 395 390 
TOTAL 25.943 58.686 93.319 93.636 77.854 91.622 82.680 80.749 68.135 
Fuente datos: Consejo General del Poder Judicial. Cuadro: Elaboración propia 
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El número de desahucios por las ejecuciones hipotecarias sigue creciendo con 
los datos disponibles para los 3 últimos años,  y ello pese a la disminución en la 
presentación de Demandas. Se explica por el efecto arrastre natural de 
procedimientos anteriores que culminan años después. La Comunidad 
Valenciana lidera el ranking los tres años con el mayor número de lanzamientos 
judiciales. 
 








ANDALUCÍA 4.280 5.285 5.707 
ARAGÓN 685 748 785 
ASTURIAS 301 343 360 
ILLES BALEARS 824 889 865 
CANARIAS 1.905 2.042 2.159 
CANTABRIA 205 219 311 
CASTILLA Y LEÓN 910 1.087 1.102 
CASTILLA - LA 
MANCHA 1.519 1.194 1.430 
CATALUÑA 4.426 4.861 5.337 
COMUNITAT 
VALENCIANA 5.353 6.268 5.767 
EXTREMADURA 281 358 343 
GALICIA 608 803 800 
MADRID 2.657 2.211 1.736 
MURCIA 1.318 1.917 1.851 
NAVARRA 98 144 191 
PAÍS VASCO 273 231 268 
LA RIOJA 168 277 213 
TOTAL 25.811 28.877 29.225 
Fuente datos CGPJ. Cuadro elaboración propia 
 
Según datos de los Registradores de la Propiedad, el número de certificaciones 
de vivienda solicitadas por los Juzgados para  ejecución de hipoteca ha sido de 
60.119 en  2015, que son  8.904 menos que en 2014, dando lugar a un 
descenso interanual del  -12,90%,  La distribución atendiendo a la distinción en 
personas físicas  y  jurídicas  se  ha  mantenido  relativamente  estable,  con  
pesos  entorno  al  65%  y  35%, respectivamente.   
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En cuanto al número de daciones en pago registradas en 2015 ha sido de 
12.614. El Colegio de Registradores no dispone de información de los años 
anteriores. No obstante esta limitación para el análisis, los resultados disponibles 
de los cuatro trimestres de 2015 muestran una clara tendencia descendente, 
habiendo pasado de las 4.041 del primer trimestre, a 2.227 en el cuarto 
trimestre. Distinguiendo entre personas físicas y personas jurídicas, existe una 
clara tendencia descendente por lo que respecta al peso de personas jurídicas, 
habiendo alcanzado en el último trimestre del año el 12,74%, siendo que en el 
segundo trimestre se  había alcanzado más del doble (25,91%). En cuanto a la 
distinción entre nacionales y extranjeros el peso de extranjeros, en el cuarto  
trimestre  del  año  el  13,58%  de  las  daciones  en  pago  correspondieron  a  
extranjeros,  frente  al 86,42% de nacionales. 
El descenso en las operaciones de Dación en Pago, no solo  es constante, sino 
que además se está produciendo con una notable intensidad. De hecho el 
número de daciones en pago del cuarto trimestre de 2015 fue poco más del 55% 
de las alcanzadas en el primer trimestre. Por tanto, de seguir esta progresión 
esta figura puede convertirse en puramente residual. 
 
Con datos del INE, son muy pocos los deudores personas físicas naturales no 
comerciantes que han optado por acogerse al beneficio del Concurso de 
Acreedores. La nueva regulación no ha alterado la tendencia bajista en la 
presentación de Concursos de persona física que se inició en el año 2012.  
 
Tabla 8. Concurso Personas físicas sin actividad empresarial 
 
Año 2015 2014 2013 2012 2011 2010 2009 2008 
Nacional 594 716 794 976 953 972 1.022 404 
















Capítulo 4 El sobreendeudamiento en Francia 
 
El sobreendeudamiento de Francia podemos decir que se trata de un modelo a 
seguir tanto si lo referimos a justicia material en su contenido  como por la 
implicación de las autoridades públicas (Estado y Gobierno regional) y del Banco 
de Francia,  para tratar de resolver los problemas de las familias; el país vecino 
tiene regulado el sobreendeudamiento de las familias desde el año 1993 en que 
incorporó la Ley Neiertz al Code de la Consommation -Código de Consumo ex-
art. L330-1 a L333-7. 
Gráfico 3 Sobreendeudamiento en Francia 
•PF no empresario 
•Residente en Francia
•Buena fe (iuris tantum)
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La ley define la situación sobreendeudamiento en el artículo L330.1 como 
aquélla en la que se encuentran  los deudores de buena fe, las personas físicas,  
cuando están ante la imposibilidad manifiesta de atender al conjunto de sus 
deudas no profesionales, exigibles o pendientes de vencimiento, así como a los 
compromisos que han asumido de garantía o de pago de empresario individual o 
de una sociedad, siempre que no haya sido, de hecho o de derecho, directivo de 
la empresa.  
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Resumiendo la ley ampara los deudores de buena fe,  personas físicas no 
empresarios aunque también admite a los autónomos cuando se trate de deudas 
no profesionales o empresariales, que estén domiciliadas en Francia –abarca 
tanto a nacionales como a extranjeros residentes-  sin que excluya a ningún 
deudor por su nivel de ingresos. 
 
La buena fe del deudor, tanto en el momento de la contratación como en el 
momento en que se produce la incapacidad para hacer frente a las obligaciones,  
se presume “iuris tantum” por lo que quien alegue la mala fe del deudor deberá 
probarla.  
 
El desarrollo del procedimiento tiene 2 fases, la primera es de solución 
extrajudicial, amistosa. En el supuesto de fracasar esta primera, se abre la 
segunda fase de carácter judicial. 
 
La primera fase es de conciliación, trata de conseguir un arreglo amistoso entre 
las partes. El deudor puede solicitar en cualquier sucursal del Banco de Francia, 
((BF)  la creación de una Comisión de Sobreendeudamiento. El BF estudiará el 
caso y comprobará si el solicitante reúne los requisitos que exige la Ley.  
La “Commission de Surendettement”, de conformidad con el art L-331-1 estará 
compuesta por  
● 1 representante del Banco de Francia 
● 2 representantes del Estado  –1 nombrado a propuesta de la Asociación 
de Banca, otro a propuesta de la Asociación de Consumidores-. 
● 2 expertos nombrados por el representante del Estado en el Departament 
Regional -1 experto en economía doméstica, otro experto en temas 
jurídicos. 
 
Durante un plazo de 6 meses, la “Comission de Surendettent” hará un análisis 
del balance de deudor, cuantificará derechos y obligaciones y lo acompañará de 
una propuesta de aplazamiento y fraccionamiento de la deuda o bien de una 
propuesta de liquidación. 
 
Durante este plazo de 6 meses el deudor podrá pedir al juez que se suspendan 
los procedimientos judiciales que se hayan iniciado en su contra pero deberá 
seguir haciendo frente a los pagos en la medida en que lo permitan sus ingresos 
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y, no puede contraer nuevas deudas bajo pena de que el expediente que tiene 
en curso sea sobreseído. 
 
La Comisión puede admitir o inadmitir la solicitud: 
 
Si admite la solicitud, la Comisión elaborará un plan de pagos que comprenderá 
aplazamientos de deuda, fraccionamientos, condonación parcial, reducción de 
tipos de interés, venta de bienes del deudor,  que lo someterá a la aprobación de 
loa acreedores. Si los acreedores lo aprueban, se presenta al Juez para 
ratificación. Cumplido el trámite, tiene eficacia “erga omnes”, ante todos. Se 
incluye al deudor en el Fichero Nacional de Incidencias de Reembolso de Crédito 
de los Particulares. El Plan de pagos tendrá en cuenta y reservará para el 
deudor los recursos básicos que necesita para seguir su vida cotidiana. 
Salvo los préstamos hipotecarios, los aplazamientos y fraccionamientos de las 
deudas no podrán superar los 8 años de duración. Durante este tiempo, el 
deudor no puede suscribir nuevos préstamos ni disponer de sus bienes, salvo 
autorización expresa de la Commision. 
 
Si el deudor incumpliera el Plan de Pagos,  transcurridos 15 días pierde su 
vigencia y los acreedores pueden reclamar individualmente sus créditos en los 
mismos plazos, condiciones y garantías que tenían antes del Plan de Pagos. 
Salvo circunstancias sobrevenidas, el deudor no podrá solicitar la formación de 
nueva Comission de Surendettent al Banco de Francia.  
 
En el supuesto de que los acreedores se opongan al Plan de Pagos pero el 
deudor sí que acepte las medidas impuestas por la “Commission de 
Surendettement” se inicia el procedimiento judicial de “Rétablissement 
Personnel” del art L-332-5 y ss. hasta L-332-12 que tiene por objeto liquidar 
judicialmente el patrimonio del deudor e imponer a los acreedores un plan de 
viabilidad con todas las garantías. 
 
El Juez nombra un Comisario que se encargará de informar al Juez si la 
situación de insolvencia del deudor es irreversible y hay que liquidar el 
patrimonio o bien es posible la recuperación. 
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El Juez puede rehacer el Plan de Pagos o remitirlo de nuevo a  la “Commission 
de Surendettement” para que lo rehagan con modificaciones. Los acreedores 
pueden llegar a ver reducidos significativamente la cuantía de sus créditos en el 
caso de haber concedido irresponsablemente los mismos.  
 
Si la insolvencia fuere definitiva, el juez nombrará un liquidador. Se pondrá fin al 
procedimiento por insuficiencia de activo, lo que conllevará la liberación de las 
deudas no profesionales del deudor particular, salvo las referidas a alimentos, 
multas e indemnizaciones a las que haya sido condenado en un proceso penal. 
 
De este modo, el Ordenamiento Jurídico francés, implica a la Administración 
Pública y al Banco de Francia en los conflictos jurídico-privados de sus 
ciudadanos para impedir que pueden verse abocados a la exclusión y 
marginación sociales velando por  la pronta reincorporación del deudor a la 
sociedad cuando se encuentran que  no son capaces de hacer frente a las 





















Capitulo 5 Recomendaciones Defensor del Pueblo 
 
En el año 2009 el Defensor del Pueblo planteó por primera vez la necesidad de 
regular el sobreendeudamiento familiar y personal  ante la Secretaria de Estado 
del Ministerio de Justicia10. Por parte del Ministerio se rechazó  argumentando 
que la normativa concursal entonces vigente, también era aplicable a los 
deudores no empresarios. En  enero de 2012, en el informe “Crisis económica y 
Deudores Hipotecarios: actuaciones y propuestas del Defensor del Pueblo” que 
se presentó en las Cortes Generales, se propusieron diversas recomendaciones 
a la Vicepresidencia del Gobierno, diversos Ministerios y al Banco de España 
para reforzar la protección de la persona física con hipoteca sobre la vivienda 
habitual. Se trataba de dar respuesta a la situación de miles de ciudadanos que 
inmersos en la crisis  económica, el desplome de los precios del mercado 
inmobiliario y el desempleo  no podían hacer frente al pago de los préstamos 
hipotecarios. 
 
La situación de crisis que atravesaban en ese momento las familias endeudadas 
con el préstamo de compra de su vivienda habitual demandaba respuestas 
excepcionales al igual que se había efectuado con la banca rescatada. Era un 
modo de equilibrar el sistema para hacerlo más justo, reparando los excesos y 
restaurando la equidad haciendo extensivas  las ayudas que se habían dado a la 
banca, a la otra parte de la relación, es decir al cliente sobreendeudado. 
 
El Defensor del Pueblo entendía que la regulación del préstamo hipotecario para 
la vivienda habitual debía respetar el derecho constitucional a una vivienda digna 
y quería contar con el compromiso y aceptación de todos los operadores del 
sector financiero, Banco de España, AEB11, CECA12, además de la necesaria 
intervención del Parlamento. Inicialmente pensaba en reestructuraciones de 
deuda que también generarían nuevos negocios para la banca pues afirmaba 
que las entidades financieras podían extender su negocio a lo largo de más 
tiempo. En el informe se pedía una nueva regulación de la dación en pago en las 
                                                 
10
  Defensor del Pueblo. “Informe a las Cortes Generales 2009”,  ,pág..897   
11
 Asociación Española de Banca. 
12
 Confederación Española de Cajas de Ahorro. 
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hipotecas y así quedaría el deudor  liberado de la deuda hipotecaria tratándose 
de su vivienda habitual. 
 
En una situación de crisis como la que se estaba viviendo, el papel del Banco de 
España era fundamental en la búsqueda del equilibrio en los contratos suscritos 
entre cada una de las entidades financieras  y su respectivo cliente. 
 
Así, al  Banco de España se le hicieron las siguientes recomendaciones: 
● Que reforzara su independencia y labor mediadora frente a las 
Entidades de Crédito. 
● Que se pudiera establecer como requisito de procedibilidad el 
agotamiento de la vía extrajudicial de mediación. 
● Que se mejorara la transparencia en los servicios bancarios y 
responsabilidad en la concesión de préstamos, con una guía que 
también debía recoger un código de buenas prácticas en materia de 
ejecución hipotecaria. 
● Que fuera efectivo el asesoramiento técnico que prestan tanto las 
entidades financieras como los Notarios (no limitarse a  la lectura de 
la escritura de la hipoteca en voz alta). 
● Que se desarrollara la obligación de concesión responsable del 
crédito por parte de las entidades financieras y se establecieran 
consecuencias para los bancos que lo  incumplan, según un modelo 
de código de conducta aprobado por el Gobierno, y,  estableciendo 
un plan de pagos para el préstamo impagado en los casos de 
concesión irresponsable del préstamo por parte de la entidad de 
crédito. 
● Que se establecieran restricciones a la práctica generalizada de la 
banca de imponer la contratación de seguros que en la mayoría de 
los casos no garantizaban el pago  en supuestos de desempleo, 
incapacidad. 
● Que se intensificara  la independencia de las Sociedades de 
Tasación de los grupos bancarios que conceden préstamos 
hipotecarios. Los bienes inmuebles  se tasaron de forma exagerada 
lo que dio lugar al  sobreendeudamiento sobrevenido como 
consecuencia del crédito irresponsable y de la crisis  económica. 
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● Que se limitara  la responsabilidad universal del deudor cuando la 
hipoteca afectase a la vivienda habitual. 
● Que se resolvieran los problemas relacionados con los productos de 
permuta financiera  (swap) en el sentido mayoritario de los 
pronunciamientos  judiciales y acabar con la práctica de la banca de 
exigir importes mayores que los derivados de la actualización del 
compromiso. 
 
Se añadía una batería de recomendaciones al Gobierno: 
●  Que se regulara un procedimiento específico para la insolvencia de las 
personas físicas para que pudieran quedar liberadas de sus deudas tras 
el Concurso al igual que sucede con las empresas. 
● Que se mejorara el sistema de subastas de la LEC con el fin de obtener 
mejores precios en el remate. 
● Que se adoptaran medidas extraordinarias para evitar la exclusión social 
permitiendo a los deudores de buena fe, continuar habitando sus 
viviendas mediante un pago asumible. 
● Que se limitaran por ley los gastos e intereses de demora que hacen 
crecer la deuda desproporcionadamente 
● Se recomendaba un acuerdo político con AEB y CECA para que las 
entidades financieras asociadas renunciasen a comisiones por 
modificaciones en las escrituras de préstamo hipotecario. 
 
Nuevamente se rechazaron prácticamente todas las recomendaciones. El Banco 
de España argumentaba que los desarrollos normativos excedían de su ámbito 
competencial, mientras que desde el Gobierno se argumentó que la aprobación 
del RDL 6/2012, de 9 de marzo, sobre Medidas Urgentes de Protección de 
Deudores Hipotecarios sin Recursos, ya aportaba las soluciones que la sociedad 
española necesitaba. 
 
En noviembre de 2012, ante la respuesta recibida  y pese a que el Defensor del 
Pueblo consideraba un avance la aprobación del RDL,  se dirigió nuevamente al 
Gobierno profundizando y ampliando las  recomendaciones a las siguientes: 
 Reformar el recién aprobado RDL 6/2012 de forma que se ampliara su 
reducido ámbito de aplicación. 
 Elaborar el concepto jurídico indeterminado “deudor de buena fe”,  
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 Abordar  la modificación del artículo 1911 del Cc de responsabilidad 
patrimonial universal del “deudor de buena fe” 
 Regular el procedimiento de insolvencia de las personas físicas, 
estableciendo aplazamientos, fraccionamientos, quitas o esperas de la deuda 
y que éstas, tuvieran carácter obligatorio para los acreedores. 
 Ampliar a más supuestos la Dación en Pago como medio de extinción de la 
deuda hipotecaria. 
 Tasar de forma independiente y justa los inmuebles por Sociedades de 
Tasación independientes. 
 Elevar el tipo para la subasta del inmueble en el proceso de ejecución 
 Aumentar el mínimo para la adjudicación del bien en subasta. 
 Establecer un acto previo de conciliación como requisito de procedibilidad, 
con facultades de imponer un acuerdo razonable por parte del juez. 
 
En abril de 2013 El Defensor del Pueblo insistía en las recomendaciones del ya 
citado estudio “Crisis económica y Deudores Hipotecarios: actuaciones y 
propuestas del Defensor del Pueblo” tratando de establecer lo que se conocía 
como “segunda oportunidad” para las personas físicas. 
 
La Defensora del Pueblo, Soledad Becerril, presentó el 25 de febrero de 2016 a 
las Cortes Generales el Informe Anual de 2015. La  Defensora ha resaltado las 
recomendaciones realizadas por la Institución que han sido aceptadas e 
incluidas en la legislación.  
Se recoge en dicho Informe que la Ley de Segunda Oportunidad aprobada en 
2015 recogió el criterio del Defensor del Pueblo, que señalaba la necesidad de 
establecer un procedimiento de insolvencia independiente para particulares y 
consumidores de buena fe sobreendeudados. La nueva legislación introduce, 
por primera vez, el concepto jurídico de deudor de buena fe, figura que recogen 
ordenamientos jurídicos de nuestro entorno. 
 
Sobre el Fondo Social de Viviendas/SAREB 
Afirma la Defensora que en el año 2015, continuaron las actuaciones para que el 
Fondo Social de Viviendas (FSV) se integre en la Sociedad de Activos de 
reestructuración del Sector Bancario (SAREB). El FSV, creado en 2013 para dar 
una solución habitacional a las familias en situación de especial vulnerabilidad, 
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ha acelerado la asignación de sus pisos tras poner en marcha la sugerencia del 
Defensor del Pueblo de dar una mayor difusión a la oferta y posibilidades del 
fondo. Afirma la Defensora del Pueblo que la importancia de la Sociedad de 
Activos de Reestructuración del Sector Bancario (SAREB) en el mercado 
inmobiliario motivó que se realizará al Ministerio de Economía y Competitividad 
una sugerencia para modificar el Convenio del Fondo Social de Viviendas , de 
manera que fuera posible la participación de SAREB en el mismo aportando 
parte de su stock inmobiliario para viviendas  sociales.  El  ministerio  rechazó  la  
sugerencia  aduciendo  que  la  SAREB  no  era  un instrumento  de  la  política  
de  vivienda,  sino  un  instrumento  financiero,  y  que  no  consideraba 
adecuada su inclusión en el Fondo. 
 
Sobre la Vivienda Pública 
Respecto de la vivienda pública, recoge el  Informe anual que  “El Defensor del 
Pueblo, el Defensor del Pueblo Andaluz, el Síndic de Greuges de Catalunya, el 
Valedor do Pobo de Galicia, el Diputado del Común de Canarias, el Ararteko del 
País Vasco, el Justicia de Aragón, el Síndic de Greuges de la Comunitat 
Valenciana, el Procurador del Común de  Castilla  y  León  y  el  Defensor  del  
Pueblo  de  Navarra,  se  reunieron  en  Santander  en septiembre de 2015 en 
las XXX Jornadas de Coordinación de los Defensores del Pueblo, que tuvieron 
por objeto “La vivienda pública en España”.  Los Defensores instaron al Estado y 
a las comunidades autónomas a que impulsen la legislación  suficiente  que  
garantice  el  derecho  constitucional  a  la  vivienda  y  a  que  doten  de 
recursos a las Administraciones competentes para materializarlo a favor de los 
ciudadanos que lo necesiten. 
Asimismo, pidieron a las administraciones públicas que aumenten y refuercen el 
parque de vivienda pública en alquiler; que refuercen la publicidad, 
transparencia, celeridad y eficacia de  los  procedimientos  de  adjudicación  de  
viviendas;  que  se  defina  y  regule  el  concepto  de vivienda  vacía  e  impulse  
su  correcto  inventario  mediante  la  implantación  –o  mejora-  de registros de 
viviendas protegidas.” 
 
Sobre el Banco de España 
En lo que hace referencia al Banco de España, el Defensor del Pueblo ha 
denunciado año tras año que “el sistema establecido para resolver conflictos 
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entre ciudadanos y entidades financieras carece de virtualidad, las resoluciones 
no son vinculantes y son incumplidas por las entidades a las que rara vez se 
sanciona por sus malas prácticas.  
La falta de efectividad de las resoluciones de los Servicios de Reclamaciones del 
Banco de  España  y  de  la  Oficina  del  Inversor  de  la  Comisión  Nacional  del  
Mercado  de  Valores (CNMV) que, pese a resolver a favor de los clientes, estos 
no ven rectificada la actuación que les causó el perjuicio, motivó que se realizase 
una recomendación a la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la 
Empresa para que arbitre un sistema de reclamación extrajudicial 
verdaderamente eficaz y que obligue a las entidades bancarias a corregir su 
actuación para que los consumidores encuentren una protección real por parte 
de la Administración. De la información recibida se deduce la aceptación parcial 
de la recomendación en el sentido  de  las  posibilidades  de  mejora  del  actual  




























Capítulo 6 Principales Resultados 
 
Todas las reformas se ha llevado a cabo en la X Legislatura iniciada en 
diciembre de 2011. El Partido Popular obtuvo mayoría absoluta en las 
elecciones. La legislatura se caracterizó por la continuación de la crisis 
económica en España, ya convertida en crisis social por la falta de una 
regulación adecuada para dar respuestas eficientes a las familias 
sobreendeudadas golpeadas por la crisis de un modo inmisericorde.  Al final, las 
autoridades sintieron la necesidad de proteger  al deudor de buena fe que se 
endeudaba más y más esperando que pasara la crisis cuando vieron que  las 
acciones del acreedor para recuperar su crédito, arrojaba a estas familias a la 
exclusión social y financiera de por vida.   
 
De este modo podríamos afirmar que nuestra primera hipótesis se cumple 
puesto que no ha sido hasta el final de la última legislatura que el Ordenamiento 
Jurídico español ha incorporado una regulación para proteger al consumidor por 
el sobreendeudamiento. El  sistema incorporado es poco benévolo con el 
consumidor y es susceptible de poder ser mejorado como diremos después. 
 
La segunda hipótesis hace referencia a que el deudor es el único responsable de 
su exclusión social. No podemos confirmarla porque  no puede ignorarse que 
una adecuada regulación del régimen  de segunda oportunidad puede ser un 
elemento decisivo en la prevención del sobreendeudamiento privado. La 
regulación actúa como un estímulo para que las entidades financieras procedan 
a la concesión responsable de los préstamos. Como han resaltado los 
economistas del Banco Mundial  “los acreedores que saben que sus deudores 
tienen acceso a una “salida de emergencia”, tienen también incentivos  para 
adoptar prácticas más cuidadosas en la concesión de crédito”. En otro orden de 
cosas, el Banco de España, como Organismo Autónomo Independiente 
encargado de la supervisión bancaria no parece que deba quedar al margen 
cuando no ha podido evitar ni el rescate bancario por las terribles consecuencias 
del expansionismo del crédito ni las recomendaciones de más rigor en su gestión 
por parte del Defensor del Pueblo.  Así sería más cierto afirmar la existencia de 
culpa concurrente del deudor, del acreedor y de la entidad supervisora.  
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La tercera hipótesis hacía referencia a que la  dación en pago es un modo de 
extinción de la obligación hipotecaria insuficientemente regulado por el 
Ordenamiento. Confirmamos la hipótesis por cuanto las leyes aprobadas dejan 
fuera de este beneficio a muchas familias  que objetivamente cumplen todos los 
requisitos de orden económico y temporal que exige la norma, es decir son 
familias que caen dentro del ámbito de la exclusión social pero que la vivienda  
tiene cargas posteriores a la hipotecaria anotadas en el Registro de la 
Propiedad, sólo por poner un ejemplo. En estos casos, al acreedor sólo le queda 
la opción de seguir con la ejecución hasta la subasta del bien. El legislador no se 
atrevió a incluir la cancelación de las cargas posteriores para el supuesto de 
dación. Y ello porque  si los acreedores posteriores ya saben que en caso de 
subasta las cargas posteriores se cancelan parece, a priori,  que no se causaba 
un perjuicio a ninguno de ellos por darle el mismo tratamiento a la dación, es 
decir la de extinguir las cargas posteriores.  El legislador, muy restrictivo,  era 
conocedor que estaba dando cobertura legal sólo a  las daciones en pago que la 
banca ya estaba admitiendo, de hecho, desde el inicio de la crisis, cuando se 
encontraba ejecutando un préstamo al deudor sin ingresos, sin otros bienes con 
lo que responder y sin otros avalistas contra  quien poder continuar las acciones 
de recuperación. Las daciones en pago se venían admitiendo de hecho cuando 
la finca no tenía cargas posteriores porque la banca se evitaba los gastos del 
procedimiento y podía recuperar antes las provisiones por Dudosos constituidas 
y además,  vender la vivienda en el mercado recuperando su inversión con 
















Hasta el año 2013, el Ordenamiento Jurídico español no disponía de regulación 
del mecanismo de segunda oportunidad para las personas físicas, en 
consecuencia la normativa que se ha incorporado significa un avance respecto 
del año 2008. 
 El reconocimiento legal de la exoneración de deudas de la Ley Concursal ha 
supuesto la quiebra de la responsabilidad patrimonial universal del deudor 
recogida en nuestro Código Civil y la superación  de principios generales del 
derecho como el “pacta sun servanda” referido a que las cláusulas de los 
contratos están para ser cumplidas, de otros miedos preexistentes como el 
riesgo de que el deudor actuara de modo irresponsable o los avisos de la banca 
sobre el encarecimiento del crédito si se llegaba a la condonación de deudas. El 
legislador valoró  todos aquellos males con las graves consecuencias que desde 
2008 están sufriendo los consumidores por la no regulación y ha tenido más 
peso  la necesidad de recuperar para la sociedad a las familias honradas más 
perjudicadas por la crisis económica porque al final resultan esenciales para 
reactivar la economía en la etapa de recuperación. 
 
El Ordenamiento Jurídico español ahora dispone de un sistema que regula la 
insolvencia provisional o definitiva y que afecta tanto a las personas jurídicas 
como a las personas físicas, pero la norma resulta más adecuada para las 
empresas y los empresarios que para los consumidores.  
 
A lo largo de este trabajo hemos visto cómo  los pronunciamientos de diversas 
instituciones nacionales e internacionales han llevado al legislador español  a 
elaborar las reformas legales necesarias que introdujeran medidas que 
regulasen los supuestos de sobreendeudamiento de consumidores.  
 
En  líneas generales, al comparar las mejoras introducidas en nuestra legislación 
con otros Ordenamientos de nuestro entorno jurídico, el legislador español ha 
sido muy poco compasivo con el deudor. El legislador ha tenido el derecho 
comparado a su alcance para corregir los fallos observables de los distintos 
sistemas pero le ha faltado valentía para acogerse a sus recomendaciones.  
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Se ha introducido un procedimiento singular que regula la insolvencia de los 
consumidores “personales naturales” con la previsión de liberación parcial de la 
deuda remanente tras la liquidación del patrimonio del deudor.  
 
El legislador ha optado por una Ley de segunda oportunidad que se inspira en el 
modelo alemán que está basado en la cultura de pago pero incorporando la 
obligación de un umbral mínimo de pago  
 
El sistema podría mejorarse para proteger a todos los deudores de buena fe, 
sobre todo a los que más lo necesitan, nosotros abogaríamos por la reforma del 
sistema de segunda oportunidad en algunos aspectos que estimamos 
imprescindibles como : 
1. La ley no debiera  hacer distinción entre tipos de crédito privilegiados o 
hipotecarios, contra la masa, ordinarios o subordinados. Y ello porque 
cuando un deudor no dispone de ingresos no puede hacer frente a 
ninguno de los pagos, se califiquen legalmente como se califiquen. 
Además en el caso del consumidor, generalmente, su mayor y en 
ocasiones única deuda es el préstamo hipotecario que la ley no exonera 
de pagar. 
2. La experiencia en derecho comparado demuestra que aunque algunos 
deudores cuentan con ingresos futuros por salarios o rentas,  la inmensa 
mayoría o bien no tienen ingresos en absoluto o los que los tienen 
proceden de subsidios públicos que apenas sirven para cubrir gastos de 
subsistencia. Que nuestra Ley  someta a estas personas a un Plan de 
pagos de 5 años, carece de sentido aunque haya quien pueda pensar 
que  someter al deudor a un Plan de Pagos tiene una función moral y 
educativa más que económica. 
3. El procedimiento debiera ser gratuito, que no lo es, no poniendo trabas u 
obstáculos imposibles  para poder acceder a la tramitación.  Cuesta 
imaginar que cuando las  economías más desfavorecidas ya no perciben 
ingresos para cubrir su subsistencia, cuando ya no pueden hacer frente a 
las amortizaciones de su hipoteca, que es lo último que en nuestra 
cultura se impaga,  cómo puede haber  imaginado el legislador que el 
solicitante podrá pagar los honorarios del Mediador Concursal que le 
impulse el Concurso Consecutivo que concluya con la exoneración.  
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4. De otra parte, las Administraciones Públicas no hubieran debido quedar 
al margen en la intermediación entre la banca acreedora y los 
consumidores “personas  naturales” no comerciantes, teniendo muy 
presente  que las Administraciones Públicas tienen el deber de velar por 
los derechos fundamentales de los ciudadanos reconocidos en la 
Constitución, su participación debiera tener el carácter tuitivo que merece 
la parte jurídicamente más débil, esto es, el consumidor.  
5. El Banco de España,  como órgano supervisor de la banca  y las 
Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de residencia del 
deudor, actuando ambos  con carácter gratuito, debieran  ser los  
impulsores y  árbitros en la resolución de la incidencia, por acuerdo 
extrajudicial de pago o por liquidación del patrimonio del deudor, 
siguiendo el ejemplo del modelo de nuestra vecina Francia, con la 
designación de personas expertas en economía doméstica y en derecho 
para conciliar los intereses legítimos de las partes. 
6. Para los supuestos de préstamos con garantía real o crédito privilegiado, 
la ley no otorga al   Mediador Concursal o al Juez facultades de equidad 
o repartición de riesgos  para imponer a los acreedores acuerdos ni 
valorar o cuantificar  la responsabilidad compartida entre el acreedor y el 
deudor para  el caso de créditos concedidos de modo irresponsable por 
la banca , ni tampoco para abrir un canal extrajudicial de diálogo entre 
deudor y acreedor para reconciliar los intereses comunes en los 
supuestos de hipotecas sobre la vivienda habitual a efectos de queden 
































Limitaciones y Líneas Futuras de Investigación. 
 
Para finalizar dejamos constancia de lo limitado de nuestro tiempo y  medios 
para contrastar nuestras hipótesis de partida y también que hay otras muchas 
hipótesis que este trabajo no abarca y que llamamos  a otros investigadores con 
más medios disponibles para discernir si  la especulación urbanística y financiera 
beneficia a muy pocos; si los gobiernos no han sabido o no han querido frenar a 
tiempo el modelo de crecimiento económico basado fundamentalmente en el 
sector de la construcción; si la dación en  pago de la vivienda como medida para 
evitar el desahucio de muchas familias, no interesa a las entidades bancarias 
aunque se admite para evitar reproches por los actos propios o incurrir  en más 
gastos que serían irrecuperables; si cuando el Banco de España no ha ejercido 
adecuadamente sus funciones de control del sistema financiero los grandes 
beneficiarios de esta crisis socio-económica  han sido las entidades bancarias, 
las empresas de tasación y también las diversas administraciones con ingresos 
procedentes de recalificaciones de suelo, licencias de obra  y otros impuestos 
sobre bienes inmuebles vinculados a la construcción que en el caso de la 
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